Proyecto de Ley de Hidrocarburos 

de la Provincia de Buenos Aires

TITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

ARTICULO 1º: La presente Ley y sus reglamentaciones tendrán por objeto la promoción y el desarrollo de las actividades relativas a la exploración, explotación, transporte, almacenaje, industrialización, fraccionamiento y comercialización de los hidrocarburos, cualquiera sea el estado físico en que se encuentren o forma en que se presenten y sus derivados, incluidos los biocombustibles, que se realicen en todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires, velando por la protección del medio ambiente y reservando para sí el derecho de regular, controlar y fiscalizar todas las etapas de aprovechamiento y uso racional del recurso, con el objetivo de maximizar su beneficio para las generaciones actuales y futuras.

De igual forma, la regulación de la presente Ley comprenderá la comercialización de los aceites y grasas lubricantes para motores, cualquiera sea su origen.

Se exceptúan de las disposiciones de esta Ley, la explotación del carbón mineral; no así la exploración y producción de gas natural contenido en formaciones de carbón (yacimientos de metano en capas de carbón o Coalbed Methane -CBM-, por sus siglas en inglés), considerados como fuentes de gas no convencionales (que incluyen entre otros a: el gas contenido en formaciones de arenas compactas o Tight Gas Sands y el gas de lutitas o Shale Gas). Asimismo, comprende otros reservorios no convencionales de hidrocarburos que se presentan en carácter sólido, como ser, las rocas bituminosas [arenas asfálticas (Tar Sands) y pizarras bituminosas (Oil Shales)] y los hidratos de metano (Methane Hydrates); entre otros nuevos recursos naturales no renovables clasificados por su composición hidrocarburífera. 
Se declara de interés público toda la actividad hidrocarburífera cumplida en su territorio, con arreglo a satisfacer el interés general de la población en materia energética, coadyuvando al equilibrado y armónico desarrollo económico de la Provincia, atendiendo preferentemente las zonas afectadas por la actividad y favoreciendo el bienestar de la sociedad en su conjunto. 
ARTICULO 2º: El Estado Provincial ejercerá la plenitud del dominio exclusivo, imprescriptible e inalienable sobre los recursos hidrocarburíferos existentes en su territorio, incluyendo los situados en el lecho y subsuelo del estuario del Río de la Plata - que no supere la línea establecida en el artículo 41 del Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo y de conformidad con las normas establecidas en el Capítulo VII de ese instrumento -, del mar territorial adyacente a sus costas y de la plataforma submarina, como prolongación natural de su territorio emergente, extendiéndose hasta el borde exterior del margen continental o límite exterior de la plataforma continental, teniendo como límite austral el accidente geográfico “Punta Redonda” y a lo largo de la proyección del paralelo respectivo.
La administración y explotación racional de los recursos hidrocarburíferos existentes en el territorio provincial más allá de las primeras doce (12) millas marinas serán realizadas por la Provincia de Buenos Aires y la Nación en forma compartida a través de un mecanismo de facultades concurrentes. La provincia desenvolverá con plenitud todos los servicios territorialmente divisibles y ejercerá sobre ellos su poder de policía. 
ARTICULO 3º: Las actividades relativas a la exploración y explotación hidrocarburíferas, y de transporte, almacenaje, industrialización, fraccionamiento y comercialización de hidrocarburos líquidos estarán a cargo de personas físicas o jurídicas de derecho privado cuyo capital sea propiedad de los particulares o del sector público, total o parcialmente, y se ajustarán a las disposiciones de la presente Ley y sus reglamentaciones. 

Será de aplicación supletoria, la Ley Nacional Nº 17.319, sus complementarias, modificatorias y demás normas reglamentarias que no se opongan expresamente a la presente, como así también, las restantes leyes nacionales del sector a las que adhiera la Provincia, las cuales podrá adoptar, al solo efecto de adaptar pautas y procedimientos, en todo aquello que no este previsto en la normativa provincial; salvo aquellas que resulten incompatibles con el ejercicio en forma plena de la jurisdicción y el dominio provincial sobre los recursos hidrocarburíferos y la titularidad que asume la provincia sobre ellos. 
El transporte, distribución, comercialización y almacenaje de hidrocarburos gaseosos, con la excepción de lo dispuesto en el Título XI de la presente Ley, se rigen por las disposiciones de la Ley Nº 24.076 y sus reglamentaciones. Sin perjuicio, de ello la Autoridad de Aplicación deberá profundizar los mecanismos tendientes a lograr convenir con el ENARGAS, un acuerdo de complementación y coordinación, para hacer efectivas las consideraciones previstas en la Ley Nacional Nº 24.076 (como ser, Arts. 50 y 52.w), en cuanto a delegar progresivamente aquellas funciones compatibles con su competencia. 
ARTICULO 4º: El Poder Ejecutivo, a través de la Autoridad de Aplicación creada por la presente Ley, podrá convocar a licitaciones para el otorgamiento de permisos de exploración y concesiones de explotación, almacenaje y transporte de hidrocarburos en toda su jurisdicción, y celebrar contratos para dichos fines, con los requisitos y condiciones que determina esta Ley y sus reglamentaciones, y la legislación complementaria vigente.

En relación con las áreas que considere estratégicas y en la búsqueda de nuevas asociaciones de mutuo beneficio, las actividades de exploración y producción de hidrocarburos, como también la comercialización del producto obtenido, podrán realizarse bajo cualquier otra modalidad contractual normalmente utilizada internacionalmente por la industria petrolera, que se ajusten a la situación específica de la región para atraer las inversiones. Estas otras modalidades de otorgamiento de derechos sobre recursos hidrocarburíferos, tendrán los mismos alcances que las concesiones consideradas en la presente ley, en lo que les sea aplicable y conforme a las especificaciones del respectivo contrato.                           

Resultan nulas de nulidad absoluta las adjudicaciones que se otorgaren en violación de la presente Ley.

                          En el caso de tratarse de áreas compartidas entre la Provincia de Buenos Aires y una o más jurisdicciones, el respectivo acto de adjudicación será otorgado por acto conjunto con las Autoridades Concedentes comprendidas.

En los términos de esta ley, el “titular del derecho” comprenderá al permisionario, al concesionario y al contratista. 
ARTICULO 5º: Las empresas contratistas y los titulares de los permisos de exploración y de las concesiones, que desarrollen su actividad en la Provincia de Buenos Aires, deberán constituir domicilio dentro de su jurisdicción a todos los efectos legales derivados de la presente y de su reglamentación, sin perjuicio de cumplir con las demás disposiciones vigentes; y acreditar de manera fehaciente poseer reconocida experiencia, capacidad técnica y solvencia económica-financiera acordes para ejecutar las tareas y cumplir con las obligaciones inherentes al derecho otorgado.

ARTICULO 6º: Las empresas contratistas y los permisionarios, concesionarios y demás titulares de derechos de explotación, tendrán el dominio sobre los hidrocarburos que extraigan y, consecuentemente podrán transportarlos, comercializarlos, industrializarlos y comercializar sus derivados, en el mercado interno y externo pudiendo disponer, usar y gozar de su propiedad, en las condiciones y con las limitaciones que establezcan la normativa nacional vigente, esta Ley y sus reglamentaciones, y las especificaciones del respectivo contrato; aunque sujeto a condición resolutiva, a una permanente situación de caducidad si el titular no cumple con determinadas condiciones y en alcance a lo establecido en el Título VI de la presente.
Quienes en forma independiente de estas actividades se dediquen a la industrialización o a la comercialización de hidrocarburos líquidos y sus derivados, tendrán también la libre disponibilidad de los mismos, en los términos que lo establece la normativa nacional vigente y la presente Ley y sus reglamentaciones.

La instalación de capacidad adicional de refinación o de nuevas bocas de expendio será libre, en los términos que lo establece la presente Ley y sus reglamentaciones, sin otro requisito que el cumplimiento de las normas de seguridad y preservación ambiental que dicte la Nación conteniendo los presupuestos mínimos de protección, las que la Autoridad de Aplicación de la presente Ley crea conveniente complementar y reglamentar, y sin perjuicio de las facultades propias de cada municipio para otorgar la factibilidad de radicación de acuerdo al uso del suelo y su habilitación respectiva, además de las necesarias prescripciones que con fines concordantes crea conveniente dictar en su jurisdicción; siempre que no se opongan a las finalidades de las normas que rigen la actividad.
ARTICULO 7º: El Poder Ejecutivo podrá reservar zonas para el desarrollo de otras actividades no hidrocarburíferas, ya sean tierras fiscales o del dominio particular, dentro de las cuales no se celebrarán contratos ni se concederán permisos ni concesiones, sin haber dado previamente participación al área gubernamental con competencia en la materia, conforme la caracterización del sistema de áreas naturales protegidas dada por el Estado Provincial o alcanzada por Tratados Internacionales de preservación de la biodiversidad. 

La respectiva autoridad competente en dicha temática, deberá otorgar las autorizaciones de las actividades regladas por esta Ley, y cuyo pronunciamiento deberá emitirse en un plazo máximo de sesenta (60) días, contados a partir de la presentación de la solicitud. La Autoridad de Aplicación de la presente Ley, en forma complementaria con la anteriormente citada, incorporará mecanismos de coordinación para optimizar la evaluación, el control y el monitoreo de las medidas de conservación que sobre el caso se determinen. 

ARTICULO 8º: A los fines de desarrollar las actividades previstas en el Artículo 1º de la presente, la categorización de las zonas, a la que se refiere el artículo precedente, se ajustarán a lo prescrito en la legislación aplicable en la materia.

ARTICULO 9º: El Poder Ejecutivo, a través de la Autoridad de Aplicación, determinará de conformidad con las previsiones de la Sección 5ª del Título II de la presente Ley, las áreas que se licitarán para el otorgamiento de permisos de exploración y concesiones de explotación, y aquellas en las que se celebrarán contratos para la exploración y explotación de hidrocarburos; mediante la realización de concursos públicos o mediante las herramientas habilitadas por la legislación vigente.

ARTICULO 10º: Se declara de utilidad pública o interés general a los efectos de expropiación y ejercicio de las servidumbres y autorizaciones de paso a los bienes de cualquier naturaleza que sean necesarios para el cumplimiento de la presente Ley, especialmente los que deban utilizarse para el estudio, construcción, instalación, funcionamiento y seguridad de obras destinadas a la prospección, exploración, explotación y desarrollo de áreas hidrocarburíferas; y a otras actividades del sector no vinculadas a la producción, como ser el transporte por ductos o recomposición de terrenos contaminados con petroderivados. Para ello la Autoridad de Aplicación, reglamentará las condiciones para establecer la declaración de utilidad pública y la determinación de la indemnización correspondiente a los propietarios de los fundos afectados por la misma.

ARTICULO 11º: El Poder Ejecutivo, a través de la Autoridad de Aplicación, implementará la política provincial hidrocarburífera, contenida en la política energética provincial, con respecto a las actividades mencionadas en el Artículo 1º, para el desarrollo de las mismas en un marco de libertad, teniendo como finalidades principales:

a) Asegurar la eficiente asignación de los recursos, la explotación racional de los yacimientos de hidrocarburos en su carácter de recursos naturales no renovables y estratégicos y la preservación del medio ambiente y sus componentes;

b) Exhortar e impulsar políticas activas orientadas a promover la inversión, en todos los casos, dentro de un marco de desarrollo armónico y sostenible de los componentes socio-económico y recursos naturales involucrados;
c) Incentivar los trabajos de prospección y exploración de áreas de muy alto riesgo minero para su potencial explotación hidrocarburífera, convencionales y no convencionales o para descubrir formaciones naturales geológicamente aptas para almacenar hidrocarburos gaseosos;

d) Desarrollar proyectos institucionales que propicien, producto de las tareas de investigación y desarrollo, los procesos de transferencia y apropiación de conocimiento y tecnologías en las actividades del sector y sobre la diversidad, composición, calidad, potencialidad y gestión de los recursos hidrocarburíferos; promoviendo alianzas y convenios de cooperación con entidades académicas y la industria del petróleo que opera en territorio provincial;

e) Accionar en favor de la prevención, el control, la capacitación y la preparación para la contingencia;
f) Fomentar la promoción y la defensa de la competencia contra toda distorsión de los mercados y el control de monopolios u oligopolios naturales o legales;

g) Asegurar el pleno ejercicio de los derechos de los consumidores y usuarios de bienes y servicios del sector, actuales y futuros;

h) Garantizar que no se altere la jurisdicción local y las facultades propias de la Provincia en todo lo atinente a la percepción final de los beneficios fiscales y en toda otra cuestión que no haya sido expresamente delegada; 

i) Promover y articular la coordinación de las políticas de interés común del sector con los organismos e instituciones de la Nación y de los demás estados provinciales, a partir de la configuración de nuevos espacios regionales como forma de construcción de una nueva institucionalidad en el marco de un “federalismo de concertación”, con el objeto de lograr condiciones simétricas y de mutuo beneficio, y de consolidar una política energética nacional y estrategias energéticas de formulación federal.

Todo ello, sin perjuicio de aquellas actividades que la Autoridad de Aplicación crea oportuno impulsar en beneficio de la implementación efectiva de la presente Ley, en un marco de referencia que contemple parámetros técnicos y económicos internacionales, y sin que se vea afectada la competencia jurisdiccional en la materia.

TITULO II

DERECHOS Y OBLIGACIONES PRINCIPALES

ARTICULO 12º: La Autoridad de Aplicación de la presente Ley instrumentará en todo el ámbito de la Provincia los procedimientos y mecanismos contractuales en lo referente a los Derechos y Obligaciones Principales que emanan de las Secciones 1ª a 6ª del Título II de la presente Ley y sus reglamentaciones, con la complementación indicada en las Secciones homónimas de la Ley Nº 17.319, sus reglamentaciones y/o la que la reemplace o sustituya en el futuro, siempre que no se opongan expresamente a la presente. 

SECCION 1ª

RECONOCIMIENTO SUPERFICIAL

ARTICULO 13º: El Poder Ejecutivo podrá otorgar mediante negociación directa, a través de la Autoridad de Aplicación, permisos especiales de reconocimiento superficial, por los que se podrán acceder a los derechos establecidos en la Sección 2ª, bajo los mecanismos que se establecerán reglamentariamente. Esta herramienta extraordinaria y de alcance temporal, esta dada por el objetivo de disponerse en el menor tiempo del más completo y actualizado acervo de información geológica y geofísica, e íntimamente ligada con la prosecución de los objetivos propuestos en el Artículo 11º, inciso c) y con la necesidad de conocer la estructura interna de la corteza correspondiente al territorio de la Provincia de Buenos Aires, lo que permitirá delimitar con mayor precisión las cuencas sedimentarias existentes o aquellas que se pudieran descubrir a partir de éstos.

La Autoridad de Aplicación propondrá los métodos de reconocimiento superficial que le interesen promover, como ser trabajos de reconocimiento aerogravimagnetométricos con la finalidad de obtener los planos correspondientes, que resulten imprescindibles conocer para la etapa de exploración inicial en áreas cubiertas con sedimentos modernos.

ARTÍCULO 14º: Los permisos especiales de reconocimiento superficial abarcarán áreas cuya superficie no podrá ser mayor a los veinte mil kilómetros cuadrados (20.000 km²), ni menor a los cinco mil kilómetros cuadrados (5.000 km²), siendo fijada, por vía reglamentaria, conforme a las particularidades del método a promover. Las mismas serán delimitadas a propuesta del oferente o previamente establecidas por la Autoridad de Aplicación y tendrán figuras regulares y simples de límites Este-Oeste y Norte-Sur.

Los interesados tendrán un plazo de hasta un máximo de veinticuatro (24) meses para ejecutar el plan de trabajos e inversiones acordado con la Autoridad de Aplicación y no podrá prorrogarse; con el compromiso de entregar a la Provincia los datos obtenidos y la información técnica elaborada.

ARTÍCULO 15º: Una vez recibida la solicitud, la Autoridad de Aplicación publicará a cuenta del interesado, al menos en dos periódicos de circulación nacional por tres (3) días consecutivos, informando sobre el área objeto de la solicitud. Cualquier persona física o jurídica que se considere afectada podrá oponerse a la solicitud por medio escrito dentro de los treinta (30) días contados a partir de la fecha de la última publicación. Si existiere alguna objeción, la Autoridad de Aplicación después de considerarla, resolverá en un plazo de treinta (30) días hábiles si se procede a la negociación del contrato sobre el área sujeta en la solicitud. Esta resolución agota la vía administrativa.

La Autoridad de Aplicación se reserva el derecho de rechazar todas o cualquiera de las solicitudes u ofertas recibidas para suscribir el respectivo contrato. Cualquiera que fuere el resultado de la negociación directa, los oferentes no podrán reclamar ningún derecho al Estado Provincial, así como indemnizaciones o reembolsos de los gastos que hubieren incurrido para la preparación de sus propuestas.

ARTÍCULO 16º: El titular de un permiso especial de reconocimiento superficial, una vez ejecutados los trabajos comprometidos y entregada la información técnica que corresponda por parte de la Autoridad de Aplicación, en función de los plazos y de los procedimientos que se establecerán vía reglamentaria, tendrá derecho a solicitar una opción por el cincuenta por ciento (50%) del área total reconocida para profundizar la exploración, accediendo directamente, no automáticamente, a los derechos establecidos en la Sección 2ª.

La Autoridad de Aplicación, al considerar cualquier solicitud de una opción para el seguimiento de las investigaciones mediante el acceso a un permiso de exploración, tendrá en cuenta para su aprobación, no sólo, la tarea realizada en el permiso especial de reconocimiento superficial y la calidad de las conclusiones de la evaluación integral del potencial geológico del área antes mencionada, sino especialmente que el titular posea una adecuada capacidad técnica y financiera que deberá demostrar obligatoriamente para realizar el trabajo programado, cuyo detalle incluirá compromiso de perforación. 
SECCION 2ª

PERMISOS DE EXPLORACION

ARTICULO 17º: El permiso de exploración confiere el derecho exclusivo de ejecutar todas las tareas que requiera la búsqueda de hidrocarburos dentro del perímetro delimitado por el permiso y durante los plazos legalmente reconocidos al titular del derecho, en el marco de lo establecido en el artículo siguiente.

A todo titular de un permiso de exploración le corresponde el derecho de obtener una (1) concesión exclusiva de explotación de los hidrocarburos que descubra dentro del perímetro delimitado por el permiso, con arreglo a las normas vigentes al tiempo de otorgarse éste. 

ARTICULO 18º: La adjudicación de un permiso de exploración obliga a su titular a deslindar el área en el terreno, a realizar los trabajos necesarios para localizar hidrocarburos con la debida diligencia y de acuerdo con las técnicas más eficientes y a efectuar las inversiones mínimas a que se haya comprometido para cada uno de los períodos que el permiso comprenda.

Si la inversión realizada en cualquiera de dichos períodos fuera inferior a la comprometida, el permisionario deberá abonar al Estado la diferencia resultante, salvo caso fortuito o de fuerza mayor. Si mediaren acreditadas y aceptadas dificultades técnicas a juicio de la Autoridad de Aplicación, podrá autorizarse la substitución de dicho pago por el incremento de los compromisos establecidos para el período siguiente en una suma igual a la no invertida.

La renuncia del permisionario al derecho de explotación le obliga a abonar al Estado el monto de las inversiones comprometidas y no realizadas que correspondan al período en que dicha renuncia se produzca.

Si en cualquiera de los períodos las inversiones correspondientes a trabajos técnicamente aceptables superaran las sumas comprometidas, el permisionario podrá reducir en un importe igual al excedente las inversiones que correspondan al período siguiente, siempre que ello no afecte la realización de los trabajos indispensables para la eficaz exploración del área.

Cuando el permiso de exploración fuera parcialmente convertido en concesión de explotación, la autoridad de aplicación podrá admitir que hasta el cincuenta por ciento (50%) del remanente de la inversión que corresponda a la superficie abarcada por esa transformación sea destinado a la explotación de la misma, siempre que el resto del monto comprometido incremente la inversión pendiente en el área de exploración.

ARTICULO 19º: El permisionario que descubriere hidrocarburos deberá efectuar dentro de los treinta (30) días, bajo apercibimiento de incurrir en las sanciones establecidas en el Título VII de la presente Ley, la correspondiente denuncia ante la Autoridad de Aplicación. Podrá disponer de los productos que extraiga en el curso de los trabajos exploratorios, pero mientras no dé cumplimiento a lo exigido en el Artículo 20º de esta Ley no estará facultado para proceder a la explotación del yacimiento.

Los hidrocarburos que se extraigan durante la exploración estarán sometidos al pago de la regalía que surge de incrementar, a la establecida en los instrumentos de otorgamiento de derechos, un porcentual de regalía adicional del diez por ciento (10%); con la excepción de los hidrocarburos utilizados por el titular del derecho en sus operaciones hasta el punto de fiscalización, sin costo alguno.

ARTICULO 20º: Dentro de los treinta (30) días de la fecha en el que permisionario, de conformidad con criterios técnico-económicos aceptables, determine que el yacimiento descubierto es comercialmente explotable, deberá declarar ante la Autoridad de Aplicación su voluntad de obtener la correspondiente concesión de explotación, observando los recaudos consignados en el Artículo 30º, segundo párrafo de esta Ley. La concesión deberá otorgársele dentro de los sesenta (60) días siguientes y el plazo de su vigencia se computará en la forma que establece el Artículo 32º de esta Ley.

El omitir la precitada declaración u ocultar la condición de comercialmente explotable de un yacimiento, dará lugar a la aplicación de la sanción prevista y reglada en el Artículo 90º, inciso d) y correlativos de la presente Ley.

El otorgamiento de la concesión no comporta la caducidad de los derechos de exploración sobre las áreas que al efecto se retengan, durante los plazos pendientes.

ARTICULO 21º: Los plazos serán fijados por la Autoridad de Aplicación en cada concurso público, en función de las características particulares de cada área al momento del mismo, con los máximos siguientes:

Plazo Básico:

· 1er. Período: hasta cuatro (4) años.

· 2do. Período: hasta tres (3) años.

· 3er. Período: hasta dos (2) años.

Plazo de Prórroga: 

· Período: hasta cinco (5) años.

Para las exploraciones en la plataforma continental, dentro del espacio delimitado en el Artículo 2º, cada uno de los períodos del plazo básico podrá incrementarse en un (1) año.

La prórroga prevista en este artículo es facultativa para el permisionario.

La transformación parcial del área del permiso de exploración en concesión de explotación realizada antes del vencimiento del plazo básico del permiso, conforme a lo establecido en el Artículo 20º de esta Ley, autoriza a adicionar al plazo de la concesión el lapso no transcurrido del permiso de exploración, excluido el término de la prórroga.

En cualquier momento el permisionario podrá renunciar a toda o parte del área cubierta por el permiso de exploración, sin perjuicio de las obligaciones prescriptas en el Artículo 18º de la presente Ley.
ARTICULO 22º: Podrán otorgarse permisos de exploración solamente en zonas posibles de efectuar las tareas propias de la actividad. La unidad de exploración tendrá una superficie máxima de cien kilómetros cuadrados (100 km²).

Los permisos de exploración abarcarán áreas cuyas superficie máxima no podrá exceder las cien (100) unidades o los diez mil kilómetros cuadrados (10.000 km²) que representan. Los que se otorguen sobre la plataforma continental, dentro del espacio delimitado en el Artículo 2º de esta Ley, no superarán las ciento cincuenta (150) unidades.

La Autoridad de Aplicación diseñará una grilla de reversión, conformada por unidades de exploración, para cada uno de los bloques, conforme el permisionario se deberá ajustar al momento de reducir su área en superficies de unidades colindantes, según las pautas establecidas en los instrumentos del pertinente concurso público. 

Ninguna persona física o jurídica podrá ser simultáneamente titular de más de cinco (5) permisos de exploración en forma directa. Cuando los titulares de los permisos, constituyan una persona jurídica distinta o asuman la forma de Unión Transitoria de Empresas (U.T.E.) o asociación, la restricción se aplicará exclusivamente, respecto de dicha persona, Unión Transitoria de Empresas o asociaciones, con igual composición de integrantes. 

ARTICULO 23º: A todo titular de un permiso de exploración de áreas que resulten adjudicadas según la presente ley, le cabe la posibilidad de presentar una propuesta a la Autoridad de Aplicación, para acceder a un área adyacente, siempre que demostrara fehacientemente la continuidad geológica entre dichas áreas y mientras no afecte derechos preexistentes de terceros. Si la Autoridad Concedente estimare que la propuesta formulada resulta de interés para la Provincia, autorizará someter a concurso dicha área en la forma que establece la Sección 5ª, y en tales casos, el permisionario que efectuare la propuesta, tendrá un derecho de preferencia en las condiciones de adjudicación, el cual quedará establecido en los instrumentos del concurso.  

ARTICULO 24º: La adjudicación de un permiso de exploración obliga a su titular a deslindar el área en el terreno, a realizar los trabajos necesarios para la búsqueda de hidrocarburos con la debida diligencia y de acuerdo con las técnicas más eficientes que las mejores prácticas internacionales reconocen para situaciones comparables, y a efectuar las inversiones comprometidas para cada uno de los períodos que el permiso comprenda; en un marco de medidas de protección medioambientales y con un plan de restauración adecuado al plan de trabajo propuesto. Deberá presentar un plan de desmantelamiento y abandono de las instalaciones una vez finalizada la exploración, así como de recuperación del medio.

Asimismo, los trabajos que autorice un permiso de exploración tendrán las limitaciones establecidas en el Código de Minería (T.O. por el Decreto P.E.N. Nº 456/97), en sus Artículos 33º y siguientes en cuanto a lugares en que tales labores se realicen; sin perjuicio de las consideraciones que estime efectuar la Autoridad de Aplicación al momento de analizar y evaluar los impactos documentados en los instrumentos técnicos que prevé el Título V de la presente ley, antes de tomarse cualquier decisión relativa a la viabilidad del proyecto propuesto.  

SECCION 3ª

CONCESIONES DE EXPLOTACION

ARTICULO 25º: La concesión de explotación confiere el derecho exclusivo de explotar los yacimientos de hidrocarburos que existan en las áreas comprendidas en el respectivo título de concesión, durante los plazos que fija el Artículo 32º de la presente ley.

A todo titular de una concesión de explotación le corresponde el derecho de obtener una concesión para el transporte y almacenamiento de los hidrocarburos que extraiga, sujeta a lo determinado en la Sección 4ª del presente Título. 

ARTICULO 26º: Las concesiones de explotación serán otorgadas por el Poder Ejecutivo a las personas físicas o jurídicas que ejerciten el derecho acordado por el Artículo 17º, segundo párrafo de esta Ley, cumpliendo las formalidades consignadas en el Artículo 20º de esta Ley.

El Poder Ejecutivo, además podrá otorgar concesiones de explotación sobre zonas probadas a quienes reúnan los requisitos y observen los procedimientos especificados por la Sección 5ª del presente Título.

Esta modalidad de concesión no implica en modo alguno garantizar la existencia en tales áreas de hidrocarburos comercialmente explotable.

ARTICULO 27º: Las empresas contratistas y los concesionarios de explotación deberán adoptar las mejores prácticas internacionalmente reconocidas para explotaciones comparables, para la realización de los trabajos de búsqueda y extracción de hidrocarburos, conforme a las modalidades, los procedimientos y dentro de los límites establecidos en la legislación aplicable. Asimismo, están autorizados a construir y operar las instalaciones, y en general, cualquier otra obra y operaciones necesarias para el desarrollo de sus actividades; en un todo de acuerdo a lo dispuesto por la normativa nacional vigente, esta Ley y sus reglamentaciones, y las normas que dicte la Autoridad de Aplicación, dentro del límite del título otorgado.

La Autoridad de Aplicación también dictaminará acerca de las modalidades de aplicación de otras normas nacionales o locales, respecto de la construcción y operación de obras o instalaciones que se encuentren fuera de los límites del permiso o concesión de explotación o transporte.

ARTICULO 28º: Todo concesionario de explotación está obligado a efectuar, dentro de plazos razonables, las inversiones que sean necesarias para la ejecución de los trabajos que exija el desarrollo de toda la superficie abarcada por la concesión, con arreglo a las más racionales y eficientes técnicas y en correspondencia con la característica y magnitud de las reservas probadas, asegurando el cumplimiento de la oferta sostenible con metas de producción eficiente de hidrocarburos, compatible con la explotación adecuada y económica del yacimiento de forma ambientalmente sustentable y la observancia de criterios que garanticen el mantenimiento de una adecuada tasa de reposición de reservas probadas, establecidas en base a criterios y normas internacionales de aceptación, con el acompañamiento de la actividad exploratoria, para satisfacer los requerimientos internos actuales y manteniendo los niveles de reservas de modo que aseguren esa finalidad en el mediano y largo plazo; todo ello, como una forma de satisfacer las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras, atento al deber que tienen de preservar el uso racional de los recursos naturales involucrados y a la responsabilidad final de las autoridades de velar por ello.
ARTICULO 29º: Dentro de los noventa (90) días de haber declarado a la Autoridad de Aplicación su voluntad de obtener la correspondiente concesión, a que se refiere el Artículo 20º de la presente Ley, y posteriormente en forma anual, el concesionario someterá a la aprobación de la Autoridad de Aplicación los compromisos de inversión para el siguiente año calendario y los planes y proyectos de desarrollo y producción eficiente para los cuatro (4) años siguientes al primero, correspondientes a cada uno de los lotes de explotación, contemplando las medidas de protección medioambientales y el plan de restauración adecuado al plan de trabajo propuesto, conteniendo las necesarias metas específicas y objetivos mensurables de desempeño. Tales planes y proyectos deberán cumplir los requisitos establecidos en el Artículo 28º de esta Ley y ser aptos para acelerar en todo lo posible la delimitación final del área de concesión con arreglo al Artículo 30º de la presente Ley.
A pedido del concesionario y en caso de variaciones significativas de las condiciones tenidas en cuenta para la presentación de los compromisos de inversión, los mismos podrán ser revisados y modificados por el concesionario a fin de ajustarlos a las variaciones producidas. 

La Autoridad de Aplicación emitirá su parecer sobre los planes y proyectos y los compromisos de inversión referidos en los párrafos anteriores, en un plazo máximo de ciento ochenta (180) días.

Transcurrido el plazo estipulado en el párrafo anterior, sin que se haya manifestado la Autoridad de Aplicación, los planes y proyectos y los compromisos de inversión se considerarán automáticamente aprobados.

ARTICULO 30º: Cada uno de los lotes abarcados por una concesión deberá coincidir lo más aproximadamente posible, con todo o parte de trampas productivas de hidrocarburos comercialmente explotables.

El concesionario deberá practicar la mensura de cada uno de dichos lotes, debiendo reajustar sus límites conforme al mejor conocimiento que adquiera de las trampas productivas.

En ningún caso los límites de cada lote podrán exceder el área retenida del permiso de exploración.

ARTICULO 31º: El área máxima de concesión de explotación que no provenga de un permiso de exploración, será de doscientos cincuenta kilómetros cuadrados (250 km²).

Ninguna persona física o jurídica podrá ser simultáneamente titular de más de cinco (5) concesiones de explotación en forma directa. Cuando los titulares de las concesiones, constituyan una persona jurídica distinta o asuman la forma de Unión Transitoria de Empresas (U.T.E.) o asociación, la restricción se aplicará exclusivamente, respecto de dicha persona, Unión Transitoria de Empresas o asociaciones, con igual composición de integrantes. 

ARTICULO 32º: Las concesiones de explotación tendrán una vigencia de veinticinco (25) años a contar desde la fecha de publicación en el Boletín Oficial del decreto que las otorgue, con más los adicionales contemplados en el Artículo 20º de la presente Ley. 

El descubrimiento de un yacimiento de hidrocarburos en un bloque exploratorio de una cuenca sedimentaria sin declaración de comercialidad efectuada, dará derecho al primer descubridor a obtener una concesión de explotación por un término de treinta y cinco (35) años, de acuerdo a los términos establecidos en el párrafo precedente.

Con una antelación no mayor a los seis (6) años y no menor a los dieciocho (18) meses a la fecha de finalización de una concesión, la Autoridad de Aplicación, ante la solicitud de prórroga por escrito formulada por el titular del derecho respectivo, llevará a cabo una evaluación del cumplimiento a las obligaciones emergentes de la concesión, a los efectos de proponer al Poder Ejecutivo, el otorgamiento de la prórroga por un período de hasta diez (10) años; en las condiciones que se establezcan. A tal efecto se convocará a audiencia pública. El Poder Ejecutivo resolverá dentro de los ciento veinte (120) días de recibida la propuesta de la Autoridad de Aplicación. 

ARTICULO 33º: Cuando se trate de yacimientos que se extiendan a través de áreas vecinas, donde actúen concesionarios distintos, éstos deberán celebrar un acuerdo para la individualización de la producción. No llegando las partes a un acuerdo, en un plazo máximo fijado por la Autoridad de Aplicación de la presente Ley, cabrá a ésta determinar, con base en el laudo arbitral de una Comisión/Comité de Mediación, Conciliación y Arbitraje Institucional, como serán equitativamente apropiados los derechos y obligaciones sobre las áreas, con aplicación de principios generales del derecho aplicable y siendo su pronunciamiento de obligatorio cumplimiento y no recurrible administrativa o judicialmente.

ARTICULO 34º: La reversión total o parcial al Estado de uno o más lotes de una concesión de explotación, comportará la transferencia a su favor y elección, sin cargo alguno, de pleno derecho y libre de todo gravamen, de los pozos respectivos con los equipos e instalaciones normales para su operación y mantenimiento, y de las construcciones y obras fijas o móviles incorporadas en forma permanente al proceso de explotación en la zona de la concesión. Se excluyen de la reversión al Estado los equipos móviles no vinculados exclusivamente a la producción del yacimiento y todas las demás instalaciones relacionadas al ejercicio por el concesionario de los derechos de industrialización y comercialización, que le atribuye el Artículo 6º de esta Ley o de otros derechos subsistentes; corriendo a exclusiva cuenta del concesionario, la remoción de éstos equipamientos y bienes, y estando obligado a reparar o indemnizar los daños ocurridos por sus actividades.

La reversión deberá ser comunicada al Estado Provincial, con una anticipación no menor a noventa (90) días, a efectos de que éste acepte o rechace la transferencia mencionada en el párrafo anterior, dentro del mencionado plazo, acompañada de un plan de desmantelamiento y abandono de las instalaciones una vez finalizada la explotación, así como de recuperación del medio.

La no aceptación de la transferencia generará las obligaciones del concesionario de retirar todos los elementos utilizados en la explotación y de recomponer el medioambiente, en cualquiera de las instancias, en los términos que lo establece esta Ley, sus reglamentaciones y las normas vigentes, conforme a los plazos y términos que fije la Autoridad de Aplicación.

ARTICULO 35º: El concesionario de explotación que en el curso de los trabajos autorizados en virtud de esta Ley, descubriera sustancias minerales no comprendidas en este ordenamiento, tendrá el deber de denunciarlas dentro de los quince (15) días de su hallazgo ante la Autoridad Concedente y el derecho de extraerlas cumpliendo en cada caso, previamente, con las obligaciones que el Código de Minería establece para el descubridor, ante la autoridad minera correspondiente a la jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires (Dirección Provincial de Minería). Si el concesionario renunciara en forma expresa a la extracción de las sustancias minerales descubiertas, la Autoridad Concedente resolverá sobre el particular, fundando su resolución en razones de interés público.

Cuando en el área de una concesión de explotación, terceros ajenos a ella descubrieran sustancias de primera o segunda categoría, el descubridor podrá emprender trabajos mineros, siempre que no perjudiquen los que realiza el concesionario. Si no fuera posible el trabajo simultáneo de ambas, la Autoridad de Aplicación, con audiencia de la Dirección Provincial de Minería, determinará la explotación a que debe acordarse preferencia. La resolución respectiva se fundará en razones de interés público y no obstará al pago de las indemnizaciones que pudieran corresponder por parte de quien resulte beneficiario.

Para las sustancias de tercera categoría es de aplicación el Artículo 100º del Código de Minería (T.O. por el Decreto P.E.N. Nº 456/97).

Cuando el propietario de una mina, cualesquiera sea la categoría de las sustancias, hallare hidrocarburos, sin perjuicio de disponer de los mismos únicamente en la medida requerida por el proceso de extracción y beneficio de los minerales, lo comunicará a la Autoridad de Aplicación dentro de los quince (15) días del hallazgo, a fin de que decida sobre el particular conforme a la presente Ley y sus reglamentaciones.

SECCION 4ª

ALMACENAJE Y TRANSPORTE DE LOS HIDROCARBUROS

ARTICULO 36º: La concesión de transporte confiere, durante los plazos que fija el Artículo 38º de esta Ley, el derecho de trasladar hidrocarburos y sus derivados por medios que requieran instalaciones permanentes, pudiéndose construir y operar a tal efecto oleoductos, gasoductos, poliductos, principales y secundarios, plantas de almacenaje, estaciones de bombeo o compresión y estaciones reductoras de presión, como así también, las obras de infraestructura y accesorios necesarios para el buen funcionamiento del sistema, con sujeción a la legislación general y normas técnicas, de seguridad y de preservación del medio ambiente vigentes, y a las que surjan de la reglamentación de la presente Ley. Los gasoductos que estén conectados al sistema de transporte y distribución de gas natural se regirán por la Ley Nº 24.076, en los términos de su Artículo 1º y del Artículo 3º de la presente Ley.
Las empresas transportadoras pagarán anualmente y por adelantado, una tasa que fijará la Autoridad de Aplicación de esta Ley, en base a los volúmenes efectivamente transferidos por ductos, para la totalidad del sistema de transporte de hidrocarburos y sus derivados en condiciones comerciales, realizados por cuenta propia o de terceros. El producto de la aplicación de dicha tasa será destinado a solventar los gastos que ocasione el ejercicio del marco regulatorio, fiscalización y control y el poder de policía por parte de su área específica creada para tal fin.

ARTICULO 37º: Las concesiones de transporte de jurisdicción provincial, serán otorgadas por el Poder Ejecutivo a las personas físicas o jurídicas que reúnan los requisitos y observen los procedimientos que la Sección 5ª especifica, o previo concurso, a transportistas independientes los que deberán prestar el servicio en las condiciones establecidas en el Artículo 39º de la presente Ley.



     La interconexión de las instalaciones de transporte de concesión sujetas a jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires, que pasen a otra jurisdicción provincial o ingresen a la jurisdicción federal o que tengan como destino directo la exportación, no le otorga por la mera conexión el carácter de federalizado, debiendo inter-jurisdiccionalmente celebrarse los convenios institucionales correspondientes. 

Cualquier sujeto alcanzado por la presente Ley y sus reglamentaciones, podrá solicitar una concesión de transporte para vincular sus instalaciones o las de terceros, rigiéndose en cuanto a la modalidad de operación, por lo dispuesto en el segundo párrafo del Artículo 39º mencionado más arriba.

ARTICULO 38º: Las concesiones a que se refiere la presente sección serán otorgadas por plazo de treinta y cinco (35) años, a contar desde la fecha de publicación en el Boletín Oficial del decreto que las otorgue, pudiendo el Poder Ejecutivo, a petición del titular, prorrogarlos por hasta diez (10) años más por resolución fundada. Vencido dichos plazos, las instalaciones pasarán al dominio del Estado Provincial a su elección, sin cargo alguno, de pleno derecho y libre de todo gravamen.

El Estado Provincial deberá comunicar su aceptación de la transferencia de dominio, con una anticipación de noventa (90) días del vencimiento de los plazos.

La no aceptación de la transferencia de las instalaciones generará las obligaciones del concesionario de retirarlas total o parcialmente y/o de recomponer el medioambiente, en cualquiera de las instancias, en los términos que lo establece esta Ley, sus reglamentaciones y las normas vigentes, conforme a los plazos y términos que fije la Autoridad de Aplicación.

ARTICULO 39º: Los concesionarios de transporte cuya concesión no encuadre en lo previsto por el Artículo 25º, segundo párrafo de esta Ley, estarán obligados a transportar hidrocarburos de terceros sin discriminación de personas y al mismo precio para todos en igualdad de circunstancias, bajo el sistema de servicio público.

 Los titulares de una concesión de explotación, que obtengan a partir de la vigencia de esta Ley una concesión de transporte y almacenamiento, encuadrada en lo previsto en el Artículo 25º, segundo párrafo antes mencionado, deberán permitir el acceso de terceros –desde el punto o puntos de fiscalización a los puntos de transferencia o de comercialización interna o externa- mediante un procedimiento negociado, en condiciones técnicas y económicas no discriminatorias, transparentes y objetivas, aplicando precios que deberán hacer públicos. No obstante, el Poder Ejecutivo podrá establecer peajes de acceso para aquellas zonas del territorio provincial donde no existan infraestructuras alternativas de transporte y almacenamiento o éstas se consideren insuficientes.

Los titulares de instalaciones fijas de transporte y almacenamiento que, de acuerdo con lo previsto en el párrafo anterior, deban permitir el acceso de terceros, habrán de comunicar a la Autoridad de Aplicación los contratos que suscriban, la relación de precios por la utilización de las referidas instalaciones, así como las modificaciones que se produzcan en los mismos. 

Reglamentariamente, se establecerá el procedimiento de comunicación a la Autoridad de Aplicación de los conflictos que puedan suscitarse en la negociación de los contratos de acceso a instalaciones de transporte.

Los titulares de las instalaciones podrán denegar el acceso de terceros en caso que no exista capacidad disponible durante el período contractual propuesto por el potencial usuario o cuando los hidrocarburos no sean compatibles con la operación. No estarán obligados a realizar las inversiones adicionales que demanden las obras necesarias para poner a terceros en capacidad de utilizar dichas instalaciones.

Si el Estado Provincial optare por ejercer el derecho a percibir la regalía en especie, conforme lo autoriza el Artículo 57º de esta Ley, podrá acceder en estos sistemas en los términos que fija el presente artículo.

 Los sistemas de transporte existentes a la fecha de entrada en vigencia de la presente Ley, continuarán rigiéndose por lo dispuesto por las normas y disposiciones que les dieron origen en lo referente a la capacidad disponible para terceros. Cuando el Estado Provincial ejercite el derecho a percibir la regalía en especie, conforme lo autoriza el Artículo 57º antes mencionado, tendrá, sobre terceros, un derecho preferente a acceder en estos sistemas, para trasladar la producción que le pertenece.

La Autoridad de Aplicación dictará las normas de coordinación y complementación de los sistemas de transporte dentro de su respectiva jurisdicción y reglamentará las condiciones a las cuales se ajustará la prestación del servicio público de transporte.

El Poder Ejecutivo establecerá las tarifas máximas que podrán percibir los prestadores del servicio público de transporte, a que se refiere el presente artículo, que elaborará y pondrá a su aprobación la Autoridad de Aplicación. Dichas tarifas máximas deberán tender a compatibilizar, nivelar y coordinar los criterios y valores, con aquellas fijadas por el Poder Ejecutivo Nacional, con vistas a generar, en un marco de reciprocidad, efectivas condiciones de previsibilidad y seguridad a los actores intervinientes de un sistema integrado.

SECCION 5ª

CONCURSOS Y ADJUDICACIONES

ARTICULO 40º: Los permisos especiales otorgados en función de lo establecido en el Artículo 13º y subsiguientes de la Sección 1ª del presente Título, quedan exceptuados de la obligatoriedad de ser adjudicados mediante concursos, conforme a los procedimientos que se establezcan por vía reglamentaria. Podrá presentar ofertas cualquier persona física o jurídica que reúna las condiciones establecidas en el Artículo 5º y cumpla los requisitos exigidos en esta sección.

ARTICULO 41º: El Poder Ejecutivo determinará en la oportunidad que estime más conveniente para alcanzar los objetivos de esta ley, las áreas a que alude el Artículo 9º de la misma, con respecto a las cuales la Autoridad de Aplicación dispondrá de los instrumentos de adjudicación y de las modalidades contractuales que surgen del Artículo 4º de la presente Ley, en los términos del presente Título.

Sin perjuicio del procedimiento previsto en el párrafo anterior, los interesados en las actividades regidas por esta Ley podrán presentar propuestas a la Autoridad de Aplicación, especificando los aspectos generales que comprenderán sus planes y proyectos de realizaciones y los lugares y superficies requeridos para su desarrollo; conforme al diseño del mapa exploratorio provincial elaborado por la Autoridad de Aplicación. 
Si a juicio del Poder Ejecutivo la propuesta formulada resulta de interés para la Provincia, y en función de los intereses generales de la Nación Argentina, quedará la misma sujeta a concurso público a partir de la primera apertura de ofertas que tenga lugar con posterioridad al cumplimiento de los plazos de publicación que corresponda. En tales casos, el autor de la propuesta será preferido en paridad de condiciones de adjudicación en el respectivo concurso.

ARTICULO 42º: Los Pliegos de Condiciones Generales que se utilicen en el llamado a licitación con el objeto de celebrar contratos destinados a la exploración y explotación de hidrocarburos serán confeccionados por la Autoridad de Aplicación y sometidos a la aprobación del Poder Ejecutivo, quedando entendido que el texto que se apruebe podrá ser utilizado en convocatorias posteriores en tanto no se estimare necesaria su revisión. En lo concerniente al Pliego de Condiciones Particulares, el mismo deberá ser confeccionado por la Autoridad de Aplicación para cada convocatoria.

Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, en los pliegos deberán constar obligatoriamente los siguientes recaudos:

a) Las condiciones a que deberán ajustarse las ofertas y las bases que se tomarán en consideración para la valorización de las mismas, tales como idoneidad de los oferentes, la cantidad de unidades de trabajo ofrecidas en menor tiempo y, en su caso, por el monto ofertado por el licitante en concepto de Bono de Asignación de Area establecido en el Artículo 50º y por la modalidad establecida en el cuarto párrafo del Artículo 53º de la Sección 6ª. del presente Título, entre otras;

b) Los plazos para la ejecución de las tareas de exploración;

c) Los plazos y proporciones en que la empresa contratista deberá efectuar restituciones parciales del área asignada; y

d) Los plazos para la ejecución de las tareas de desarrollo y producción.

El llamado a concurso deberá anunciarse durante un plazo que no podrá ser inferior a los diez (10) días hábiles, en los lugares y por medios que se consideren idóneos para asegurar su más amplio conocimiento, debiéndose incluir entre éstos, necesariamente, al Boletín Oficial. Las publicaciones se efectuarán con una anticipación mínima de cuarenta y cinco (45) días hábiles al indicado para el comienzo de recepción de ofertas.

ARTICULO 43º: La Autoridad de Aplicación estará facultada para requerir del oferente seleccionado, las mejoras que considere necesarias para alcanzar condiciones satisfactorias. Igualmente podrá requerir las mejoras que estime convenientes para facilitar la selección en caso de considerar que existe paridad de ofertas entre aquellos oferentes que hayan presentado las de mayor interés. La adjudicación recaerá en el oferente que haya presentado la oferta que a criterio debidamente fundado por el Poder Ejecutivo, resultare en definitiva la más conveniente a los intereses de la Provincia.
El Poder Ejecutivo conserva la facultad de rechazar todas las propuestas, sin que la presentación de las mismas dé derecho a los proponentes a su aceptación ni a formular reclamo alguno en contra del Estado, así como indemnizaciones o reembolsos de los gastos en que hubieren incurrido con motivo de la preparación y presentación de las propuestas. 

En caso de presentarse sólo una propuesta, la misma podrá aceptarse, siempre que del estudio que realice la Autoridad de Aplicación, resulte su conveniencia a los intereses del Estado Provincial.

ARTÍCULO 44º: Hasta veinte (20) días hábiles antes de la fecha en que se inicie la recepción de ofertas, quienes se consideren lesionados por el llamado a concurso, sea cual fuere la razón que invoquen, podrán formular oposición escrita ante la Autoridad de Aplicación acompañando la documentación en que aquella se funde.

Dicha Autoridad podrá dejar en suspenso el concurso si, a su juicio, la oposición se fundará documentada y suficientemente.

No se admitirán oposiciones del propietario superficiario de la zona a que se refiere el llamado, basadas solamente en los daños que les pudiese ocasionar la adjudicación, sin perjuicio de lo dispuesto en el Título III de esta misma Ley.

ARTICULO 45º: Toda persona física o jurídica, pública o privada que presente ofertas o efectúe actividades relacionadas con la presente Ley y sus correspondientes operaciones petroleras, deberán inscribirse y/o registrarse en el Registro Provincial de Empresas Petroleras y Afines que a tal fin se crea, dentro del ámbito de la Autoridad de Aplicación. A fin de cumplir con dicho trámite, el interesado deberá acreditar la inscripción previa en el Registro Nacional de Empresas Petroleras y Operadoras de la Secretaría de Energía de la Nación, según lo establecido por las normativas vigentes, debiendo presentar copia actualizada y autenticada de la misma ante el Registro Provincial y toda aquella documentación que la Autoridad de Aplicación les requiera, para solicitar la inscripción en el mismo.

Además, podrán presentar ofertas, aquellas personas que, sin estar inscritas, inicien el correspondiente trámite antes de los diez (10) días hábiles de la fecha en que se inicie la recepción de las propuestas y cumplan los requisitos que se exijan.

No podrán inscribirse en el registro precitado, ni presentar ofertas válidas para optar a permisos y concesiones u otra modalidad contractual regidos por esta Ley, las personas jurídicas extranjeras de derecho público en calidad de tales.

ARTICULO 46º: Queda permitida la presentación de ofertas a través de la participación de una Unión Transitoria de Empresas (U.T.E.), en cuyo caso la Autoridad de Aplicación en el respectivo Pliego de Bases y Condiciones, sentará las siguientes exigencias:

I. Presentación del Acta de compromiso, público o privado, como instrumento de constitución de la U.T.E., suscrito por las empresas;

II. Indicación de la empresa líder, responsable por la U.T.E. y por la conducción de las operaciones, sin perjuicio de la responsabilidad solidaria frente a la Autoridad de Aplicación por todas las obligaciones que de ellos se deriven;

III. Presentación, por parte de cada una de las empresas, de la documentación exigida a los efectos de evaluar la capacidad técnica y económico-financiera de la U.T.E.;

IV. Prohibición de participación de una misma empresa en otra U.T.E., o por su propia cuenta, en la licitación de una misma área.

ARTICULO 47º: Toda adjudicación de permisos o concesiones u otra modalidad contractual regidos por esta Ley y la aceptación de sus cesiones será protocolizada o, en su caso, anotada marginalmente, sin cargo, por el Escribano General de Gobierno en el registro del Estado Provincial, constituyendo el testimonio de este asiento el título formal del derecho otorgado.
SECCION 6ª

TRIBUTOS Y PARTICIPACIONES GUBERNAMENTALES
ARTICULO 48º: Las empresas contratistas o los titulares de permisos de exploración y de concesiones o demás titulares de derechos de explotación, estarán sujetos al régimen fiscal que se establece seguidamente:

a) Tendrán a su cargo el pago de todos los tributos provinciales y municipales existentes a la fecha de la adjudicación del derecho, no resultándoles de aplicación a sus titulares la creación de nuevos impuestos, gravámenes, tasas y/o tributos, ni el aumento de la tasa o alícuota común establecida para la actividad en el Régimen general fiscal, de manera general o particular, por el término de quince (15) años, contados a partir de la promulgación de la presente, salvo:

I. Las tasas retributivas de servicios, que deberán constituir una contraprestación por servicios efectivamente prestados y guardar razonable proporción con el costo de la prestación;

II. Contribuciones por mejoras, que deberán beneficiar efectivamente a los titulares de los permisos y concesiones y guardar razonable proporción con el beneficio mencionado; y

III. Que algunos de los impuestos, gravámenes, tasas y/o tributos existentes sean sustituidos por otro u otros, sin que ello pueda aumentar el monto tributario total que deben abonar las empresas. 
b) Asimismo, estarán sujetos a la legislación fiscal nacional de aplicación      general y particular vigente al momento de la sanción de la presente o la que en el futuro la reemplace.


ARTICULO 49º: El Poder Ejecutivo, teniendo en cuenta los grados de riesgos geológicos, las expectativas de producción y otros factores pertinentes, a propuesta de la Autoridad de Aplicación, y a los efectos de promover la exploración y explotación de hidrocarburos en áreas de muy alto riesgo, incluyendo cuencas aún no productivas y horizontes o formaciones sobre los que no se cuente con suficiente información técnica de respaldo, queda facultado a instrumentar un régimen de incentivo especial, a través del decreto que propicie el Plan exploratorio, que sea atractivo a las inversiones privadas, coadyuvando a reactivar el funcionamiento de la economía y mejorar el nivel de empleo y de distribución de ingresos, creando condiciones favorables para el desarrollo socio-económico de la región.

En tal sentido, facúltase al Poder Ejecutivo para reducir hasta en un cien por ciento (100%) las tasas o alícuotas establecidas en el Régimen general fiscal para las actividades directamente relacionadas de exploración hidrocarburíferas y hasta en un cincuenta por ciento (50%) las tasas o alícuotas establecidas para las actividades directamente relacionadas de explotación de hidrocarburos, con los alcances que en la reglamentación se establezcan. 

Se invitará a las jurisdicciones municipales en cuyo territorio se realicen las actividades mencionadas en el primer párrafo, a facilitar y promover la aplicación del régimen de incentivos establecido, adoptando las medidas que sean necesarias para su mayor efectividad o en su defecto a asumir el compromiso de no aumentar la carga tributaria total, mediante la introducción de cambios en los criterios de interpretación y aplicación impositivos de los que puedan resultar incrementos de la presión fiscal, salvo las excepciones establecidas en el Artículo 48º de esta Ley.

ARTICULO 50º: El Poder Ejecutivo –previa valoración practicada en cada caso por la Autoridad de Aplicación a partir de las consideraciones expuestas en el primer párrafo del Artículo 49º de esta Ley- establecerá el Bono de Asignación de Area, el cual se corresponderá con el monto ofrecido por el licitante ganador de la propuesta para la obtención del área, no pudiendo ser inferior al valor mínimo fijado en el llamado a licitación y debiendo pagarse directamente a la Autoridad de Aplicación, en una única cuota, en el momento de la suscripción del respectivo contrato de adjudicación del Permiso de Exploración y eventual Explotación.

ARTICULO 51º: Las empresas contratistas o el titular de un permiso de exploración pagará anualmente y por adelantado, un canon por cada kilómetro cuadrado (km²) o fracción por la ocupación o retención del Area, conforme a los valores unitarios adoptados, los cuales serán fijados en el Pliego y en el respectivo Contrato, siendo aplicable, sucesivamente, en las fases siguientes de desarrollo.

 Para la fijación de los referidos valores unitarios, la Autoridad de Aplicación tendrá en cuenta las mismas consideraciones expuestas en el primer párrafo del Artículo 49º de esta Ley, respetándose las siguientes bandas de valores:

a) Plazo Básico: 

Primer Período: De Pesos equivalentes a dólares estadounidenses veinte (u$s 20) a Pesos equivalentes a dólares estadounidenses sesenta (u$s 60) por kilómetro cuadrado (km²) o fracción.

Segundo Período: Doscientos por ciento (200 %) del valor fijado para el canon correspondiente al primer período; o sea, de Pesos equivalentes a dólares estadounidenses cuarenta (u$s 40) a Pesos equivalentes a dólares estadounidenses ciento veinte (u$s 120) por kilómetro cuadrado (km²) o fracción.

Tercer Período: Trescientos por ciento (300 %) del valor fijado para el canon correspondiente al primer período; o sea, de Pesos equivalentes a dólares estadounidenses sesenta (u$s 60) a Pesos equivalentes a dólares estadounidenses ciento ochenta (u$s 180) por kilómetro cuadrado (km²) o fracción.

b) Plazo de Prórroga: 

Período Otorgado: Durante el primer año de su vigencia abonará por adelantado hasta el diez mil por ciento (10.000 %) del valor fijado para el canon correspondiente al segundo período del plazo básico por kilómetro cuadrado (km²) o fracción [o sea, de Pesos equivalentes a dólares estadounidenses cuatro mil (u$s 4.000) a Pesos equivalentes a dólares estadounidenses doce mil (u$s 12.000) por kilómetro cuadrado (km²) o fracción], incrementándose dicho monto en el cincuenta por ciento (50 %) anual acumulativo.

                        El importe de este tributo podrá ajustarse compensándolo con las inversiones efectivamente realizadas en la exploración de la fracción remanente, hasta la concurrencia de un canon mínimo del mil por ciento (1.000 %) del valor fijado para el canon correspondiente al segundo período del plazo básico por kilómetro cuadrado (km²) o fracción [o sea, de Pesos equivalentes a dólares estadounidenses cuatrocientos (u$s 400) a Pesos equivalentes a dólares estadounidenses mil doscientos (u$s 1.200) por kilómetro cuadrado (km²) o fracción], que será abonado en todos los casos. 

ARTICULO 52º: Las empresas contratistas o el concesionario de explotación pagará anualmente y por adelantado, por cada kilómetro cuadrado (km²) o fracción abarcado por el área, un valor a fijarse por la Autoridad de Aplicación que podrá variar entre Pesos equivalentes a dólares estadounidenses ochocientos (u$s 800) y Pesos equivalentes a dólares estadounidenses dos mil cuatrocientos (u$s 2.400). 

ARTICULO 53º: El titular del derecho, pagará mensualmente al Estado provincial -como contraprestación económica por la explotación de sus recursos naturales no renovables- a título de regalía, una porción del promedio mensual del producido diario, una vez medidos en el o los puntos de fiscalización acordados, cercano al área de operaciones. 

El Poder Ejecutivo –previa valoración practicada en cada caso por la Autoridad de Aplicación a partir de las consideraciones expuestas en el primer párrafo del Artículo 49º de esta Ley- determinará el porcentaje de regalía a percibir sobre la producción fiscalizada de hidrocarburos del área otorgada, pudiendo ser establecido de modo fijo o variable (o escalonadas considerando los niveles de producción diarios), y dentro de una banda que se ubica entre un valor porcentual del cinco por ciento (5%) hasta un valor porcentual del veinticinco por ciento (25%). 

La Autoridad de Aplicación, en función de factores técnicos y económicos que surjan de la información disponible, de los planes y proyectos de desarrollo y producción eficiente presentados y de la propia realidad del mercado, ante una presentación fundada del Titular del derecho demostrando la imposibilidad de alcanzar los márgenes mínimos de rentabilidad para la explotación comercial del yacimiento, evaluará el caso y emitirá dictamen al Poder Ejecutivo, quien de compartir el criterio, podrá reducir el porcentaje de regalía hasta el mínimo contemplado en la banda citada o considerar un esquema variable de percepción, de haberse establecido uno fijo. Con igual criterio, considerando los niveles de producción, los tiempos de producción y cuando los precios internacionales de referencia del crudo excedan un nivel preestablecido, el Poder Ejecutivo a partir de lo informado por la Autoridad de Aplicación, podrá fijar el pago de un beneficio económico adicional como Participación Especial por causas extraordinarias. 

El Poder Concedente, en el pliego de bases y condiciones del correspondiente llamado a concurso, podrá establecer -como variable de adjudicación- la posibilidad de poder ofertar un beneficio económico adicional al Estado provincial en su participación en la producción, al ser mejorada la retribución del porcentaje de regalía (regalía plus) que establece el pliego durante el proceso licitatorio. 
Los montos recaudados por el Estado Provincial en concepto de regalías gozan de inembargabilidad.

Los hidrocarburos que se pierdan por culpa o negligencia del titular del derecho de explotación serán incluidos en el cómputo de su respectiva producción, a los efectos tributarios consiguientes, sin perjuicio de las sanciones que fuere del caso aplicar y de las acciones de respuesta inicial a la emergencia y del plan de acción correctiva que deberá adoptar.

ARTICULO 54º: Las regalías percibidas, cualquiera sea el porcentaje -previsto en el pliego y en el respectivo contrato- sobre la valorización de la producción fiscalizada de los hidrocarburos líquidos y gaseosos extraídos, serán asignadas según los siguientes criterios y procedimientos:

I. Cuando la explotación ocurre en tierra o en lagos, ríos, islas fluviales o lacustres (on shore):

a) el ochenta por ciento (80 %) para el Estado Provincial.

b) hasta el diez por ciento (10 %) para los Partidos en cuyo ejido municipal se encuentre la producción.                      

c) hasta el seis por ciento (6 %) para los Partidos en cuyo ejido municipal se localicen las instalaciones marítimas o terrestres donde se destine la producción.

d) hasta el cuatro por ciento (4 %) para los Partidos por cuyos ejidos municipales atraviesen los ductos que transporten la producción.

II. Cuando la explotación ocurre costa afuera (off shore) en la plataforma continental, dentro de la zona establecida en el Artículo 2º de esta Ley:
1)   Hasta las 12 millas marinas (mar territorial):

1) el noventa  por ciento (90 %) para el Estado Provincial. 
1) hasta el seis por ciento (6 %) para los Partidos en cuyo ejido municipal se localicen las instalaciones marítimas o terrestres donde se destine la producción.

1) hasta el cuatro por ciento (4 %) para los Partidos por cuyos ejidos municipales atraviesen los ductos que transporten la producción.

2)
Desde las 12 millas marinas (mar territorial) hasta el límite exterior de la plataforma continental:

(a) el cuarenta y cinco por ciento (45 %) para el Estado Provincial.

(b) el cuarenta y cinco por ciento (45 %) para el Estado Nacional (Fondo Especial).

(c) hasta el seis por ciento (6 %) para los Partidos en cuyo ejido municipal se localicen las instalaciones marítimas o terrestres donde se destine la producción.

(d) hasta el cuatro por ciento (4 %) para los Partidos por cuyos ejidos municipales atraviesen los ductos que transporten la producción.
A propuesta de la Autoridad de Aplicación, el Poder Ejecutivo reglamentará la forma, los criterios y los plazos en que se efectivizará la distribución de estos recursos en el territorio provincial y su respectivo giro a las entidades con derecho a ellas. 

El cálculo deberá tener en cuenta proporcionalmente a la extensión del territorio y a la población y también, al nivel de la producción diaria que se extraiga (barriles/día), con el objetivo de buscar razonabilidad y proporcionalidad en la redistribución de los beneficios que generan las regalías. El excedente hasta llegar al tope porcentual correspondiente, se destinará a Rentas Generales. 

ARTICULO 55º: Créase el Fondo Especial de Regalías de la Provincia de Buenos Aires (F.E.R.B.A.) constituido con el porcentaje diferenciado de los recursos asignados a los Municipios en cuyos territorios se genere la producción, atraviesen los ductos que la transporta y sea destinada para su comercialización en el mercado interno o externo. Los recursos provenientes de la participación que le cabe al Estado Provincial, serán recaudados y administrados por la Autoridad de Aplicación de la presente Ley, en parte o en su totalidad conforme lo disponga el Poder Ejecutivo en su reglamentación, en el entendimiento que así se favorece la gestión de los mismos. 

Los recursos serán destinados específicamente a cubrir el financiamiento de las siguientes actividades: (1) la promoción de la generación y producción de energía eléctrica a través de fuentes de energías renovables, alternativas no convencionales o no contaminantes; (2) la promoción y el fomento de los biocombustibles; (3) la promoción de proyectos regionales de inversión definidos como prioritarios en los planes de desarrollo estratégico; (4) la preservación del medio ambiente y el uso racional de los recursos naturales, especialmente en lo que hace a la evaluación, restauración y monitoreo de las áreas que se vean afectadas por las operaciones propias de las actividades hidrocarburíferas; y (5) la promoción de programas de investigaciones científicas y de desarrollo tecnológico aplicados a la industria del sector y de capacitación y divulgación del conocimiento. 
ARTICULO 56º: La percepción en efectivo de la regalía se efectuará conforme al valor del petróleo crudo en condición comercial y del condensado y la gasolina natural, surgidos éstos últimos del proceso de transformación del gas natural, de su condición de extracción a su condición de acceso a gasoducto, los que se determinarán sobre la base de los precios obtenidos por el concesionario en operaciones con terceros al momento de comercializarse en el mercado.

En el caso de exportación de hidrocarburos, su valor comercial a los efectos de este artículo se fijará en cada oportunidad, sobre la base del precio real obtenido por el concesionario en la exportación ajustable por calidad o, de no poder determinarse o, cuando el precio determinado fuere irrazonable, fundándose en precios de referencia internacional, el que sea mayor.

Se considerará precio de referencia internacional al precio de venta en condición F.O.B. (Free On Board) de petróleos crudos de características similares, expresado en dólares estadounidenses que reflejen transacciones de exportación concretadas de conocimiento público, conforme publicaciones de reconocida trascendencia que determine la Autoridad de Aplicación, excluyéndose transacciones entre entes gubernamentales, permutas y acuerdos de compensaciones. En el caso del gas natural se considerarán los precios de transacción en el mercado regional o en su defecto, considerando los argumentos citados en el párrafo precedente, el de un Gas Natural marcador de referencia internacional, como ser, el "U.S. Gulf Coast Henry Hub" o el que en el futuro lo reemplace.
A falta de operaciones de comercialización o en caso que exista vinculación económica entre el concesionario y el comprador, no se fije precios, o si los hidrocarburos extraídos fueren destinados a ulteriores procesos de industrialización, el precio se fijará conforme a valores reales de venta del producto en el mercado interno al tiempo de enajenarse o industrializarse. Si existiesen discrepancias acerca del precio tenido en cuenta para la liquidación, o sobre las deducciones practicadas sobre el mismo, el permisionario o concesionario podrá, salvo acuerdo en contrario, proceder al pago en especie.

Del precio de venta se deducirá exclusivamente el flete del producto hasta el lugar que se haya tomado para fijar su valor comercial, salvo especificación en contrario.

ARTICULO 57: La regalía será percibida en efectivo, salvo que noventa (90) días antes de la fecha de pago, el Estado exprese su voluntad de percibirla en especie, decisión que se mantendrá por un mínimo de seis (6) meses.

En caso de optarse por el pago en especie, el concesionario tendrá la obligación de almacenar sin cargo alguno durante un plazo máximo de treinta (30) días, los hidrocarburos líquidos a entregar en concepto de regalía.

Transcurrido ese plazo, la falta de retiro de los productos almacenados importa la manifestación del Estado de percibir en efectivo la regalía.

La obligación de almacenaje no rige respecto de los hidrocarburos gaseosos.

ARTICULO 58º: El tratamiento tributario establecido en la presente Sección se refiere exclusivamente a las fases de exploración y explotación de áreas hidrocarburíferas. Las fases de refinación, industrialización y comercialización estarán sujetas al régimen tributario general actualmente vigente o al que en el futuro lo reemplace.
TITULO III

OTROS DERECHOS Y OBLIGACIONES

ARTICULO 59º: Los contratistas, permisionarios y concesionarios instituidos en virtud de lo dispuesto en las Secciones 2ª, 3ª y 4ª del Título II de la de la presente Ley y sus reglamentaciones, con la complementación indicada en las Secciones homónimas de la Ley Nº 17.319, sus reglamentaciones y/o la que la reemplace o sustituya en el futuro, siempre que no se opongan expresamente a la presente, a los efectos del ejercicio de sus atribuciones tendrán los derechos acordados por el Código de Minería (T.O. por el Decreto P.E.N. Nº 456/97) en los Artículos 146º a 155º inclusive y concordantes del Capítulo de Servidumbres, respecto de los inmuebles de propiedad fiscal o particular ubicados dentro o fuera de los límites del área afectada por sus trabajos.

Las servidumbres y autorizaciones comprenderán igualmente el derecho de paso y acceso, y la ocupación temporal del terreno u otros bienes necesarios para atender a la vigilancia, conservación y reparación de las instalaciones y conducciones.

ARTICULO 60º: Las servidumbres y autorizaciones de paso a los bienes que deban utilizarse con el objeto establecido en el Artículo 10º de la presente Ley, serán constituidas de conformidad a las previsiones de esta Ley y de las Normativas Provinciales en la materia (Ley Nº 10.540 y Ley Nº 8.398). Los costos de indemnización a los propietarios superficiarios, privados o públicos, por la afectación de los predios, daños y perjuicios, y la regularización e inscripción dominial de las servidumbres, serán a cargo de los contratistas, permisionarios o concesionarios.

La reparación deberá ser determinada de común acuerdo con los propietarios de los fundos superficiarios sobre los que se desarrollan las actividades petroleras, a tal efecto celebrarán un contrato que contenga el costo mensual, teniendo como referencia los valores vigentes a la fecha de sanción de la presente Ley o los que determine la Autoridad de Aplicación en su reglamentación. Por otra parte, deberán presentar una descripción de los trabajos a realizar, según la etapa de desarrollo, así como un compromiso formal de preservar la capacidad productiva existente al momento de la ocupación; a petición de cualquiera de las partes la Autoridad de Aplicación actuará de mediador en caso de controversia. 

Si las partes no arribaren a un acuerdo, la Autoridad de Aplicación establecerá con intervención de Fiscalía de Estado, previa audiencia de conciliación obligatoria, el monto indemnizatorio en un plazo máximo de veinte (20) días hábiles, a partir de la comunicación de al menos una de las partes de la falta de acuerdo. De no ser aceptado, se recurrirá judicialmente dentro de los diez (10) días hábiles de ser notificadas las partes.

Sin perjuicio de ello, y hasta que exista decisión judicial firme, los permisionarios o concesionarios deberán abonar a cuenta la suma que estableciera la Autoridad de Aplicación con la intervención de la Fiscalía de Estado.

ARTÍCULO 61º: Los ocupantes de tierras fiscales, podrán reclamar las indemnizaciones que prevé el Artículo 60º de la presente Ley, habiendo debidamente acreditado, ante la Autoridad de Aplicación, los derechos suficientes de posesión de dichas tierras.

ARTICULO 62º: Los contratistas, permisionarios, concesionarios y todos los agentes que intervienen en las demás actividades hidrocarburíferas, estarán sujetos a las normas técnicas, de seguridad y de preservación del medio ambiente, dictadas de conformidad con la presente Ley. Se incluyen todos aquellos establecimientos industriales, comerciales o particulares que almacenen y operen con combustibles líquidos e inflamables para su propio consumo por encima de un determinado volumen, ya sea como insumo en procesos productivos o como combustible para diferentes usos.
Toda actividad hidrocarburífera a iniciarse, desarrollarse o complementarse, deberá ser denunciada a la Autoridad de Aplicación de la presente Ley, para obtener su autorización de acuerdo a lo establecido en la presente Ley y sus reglamentaciones, al margen de las factibilidades y autorizaciones de radicación que demanden de las autoridades municipales y de otras dependencias oficiales. La denuncia correspondiente consignará el tipo y las características principales del trabajo a realizar, el plazo de su vigencia y, los límites y extensión de las zonas donde serán realizados. 

ARTICULO 63º: Constituyen obligaciones de los contratistas, permisionarios y concesionarios, sin perjuicio de las establecidas en el Título II y en el Título V de la presente Ley y sus reglamentaciones:

a) Informar a la Autoridad de Aplicación y a la Autoridad del Agua de la Provincia de Buenos Aires, sobre la presencia y calidad de las aguas que fueran detectadas en el subsuelo a través de métodos directos de investigación como lo son las perforaciones, para las cuales deberán contar con el correspondiente permiso de ejecución solicitado en forma previa ante el último organismo mencionado o de métodos indirectos como lo son los geofísicos, dentro de los cinco (5) días hábiles de su descubrimiento. Entregar toda la información hidrogeológica, recabada en virtud de la actividad desarrollada, acompañada de las pertinentes muestras y análisis de laboratorios, más aquella otra que determine la autoridad competente, dentro de los treinta (30) días de producida la misma;

b) Seguir las medidas necesarias en las operaciones que se cumplan en los mares, ríos, lagos, lagunas y todo otro curso o espejo de agua, comprendiendo las aguas subterráneas, para evitar la contaminación de las aguas y costas adyacentes, rigiendo el principio de evitar el daño antes que el de repararlo. Deberá prestarse especial atención en las buenas prácticas de perforación, para no contaminar los acuíferos de forma directa o indirecta, al conectarlos hidráulicamente; 

c) Adoptar las previsiones necesarias para un adecuado abandono de pozos, con cierres definitivos que cumplan con el objetivo principal, el aislamiento permanente de todas las formaciones del subsuelo atravesadas por el pozo, en plazos perentorios, de acuerdo a las normas que dicte la Autoridad de Aplicación de esta Ley;

d) Abonar en tiempo y forma las indemnizaciones por daños y perjuicios ocasionados a las propiedades superficiales sobre la que desarrollen sus actividades.

ARTICULO 64º: Las empresas contratistas, los permisionarios y concesionarios estarán obligados a mantener permanentemente informada  y actualizada a la Autoridad de Aplicación de sus operaciones y a proporcionar, sin costo alguno, la información que le solicite respecto a las características del yacimiento y a los trabajos, producciones e inversiones que realicen, claramente definidos, incluidos presupuestos, detalles de costos, estados financieros, y documentación técnico-económica relevante, así como los informes geológicos, geoquímicos y geofísicos, mapas, planos, demás datos primarios, procesados y no procesados obtenidos como resultado de sus operaciones y toda otra información técnica elaborada existente asociada a la investigación, en los formatos y plazos que reglamentariamente se determinen. 
 Los permisionarios y concesionarios tienen el derecho de utilizar dicha información y datos con el propósito de desarrollarlos y de elaborar informes que otras autoridades le soliciten. Asimismo, tienen el derecho a preparar y publicar informes o estudios usando dicha información y datos.

Los datos suministrados a la Autoridad de Aplicación, tendrán la consideración de confidencialidad y no podrán ser comunicados a terceros sin autorización expresa del titular; el derecho de disponibilidad pública de la información, será ejercido al vencimiento del segundo año de recibida la misma o antes si las partes así lo acuerdan, en los términos y condiciones que se establezcan. La Autoridad de Aplicación, ante un pedido debidamente fundado del titular y entendiendo a éste como justo y razonable, podrá prorrogar por un término no mayor a dos (2) años la confidencialidad de los datos suministrados.

Respecto de la información hidrogeológica mencionada en el Artículo 63º, inciso a) de la presente Ley, la Autoridad de Aplicación y la Autoridad Competente en la materia podrán utilizarla técnicamente, salvo que medie un pedido debidamente fundado del titular, solicitando la confidencialidad de la información suministrada, por cuestiones de estrategia comercial; con los alcances establecidos en el párrafo precedente.
Quedan exceptuados de esta confidencialidad los datos relativos a recursos minerales distintos de los regulados por esta Ley y las informaciones de carácter técnico general o susceptibles de administración estadística que periódicamente podrá hacer pública la Autoridad de Aplicación, en la forma y plazos sujetos a la reglamentación que dicte la misma.

Además de las mencionadas en el presente artículo, las otras actividades hidrocarburíferas señaladas en el Artículo 1º de la presente Ley, también estarán sujetas a la obligación de proporcionar el tipo de información ut supra mencionada, con sujeción a los reglamentos que dicte la Autoridad de Aplicación, donde establecerá, entre otros, los procedimientos, la información y/o documentación que deberán presentar, la periodicidad para su actualización, así como las demás condiciones que permitan desarrollar eficazmente la transferencia, la disposición y el acceso a la misma.

La Autoridad de Aplicación a su vez, compartirá los datos y la información  referida en el presente Artículo con la Secretaría de Energía de la Nación o Autoridad Competente que en ese ámbito se determine, conforme a los procedimientos de transferencia y de comunicación que se acuerden entre las partes o que reglamentariamente se establezcan; en atención a su rol de coordinación y de consolidar una política energética nacional y estrategias energéticas de formulación federal.
ARTICULO 65º: Créase, en el ámbito de la Autoridad de Aplicación, el Centro de Información Petrolera (C.I.P.) encargado de capturar, preservar, proteger y administrar la información técnica y las colecciones de muestras de roca y su información básica asociada, provenientes de las perforaciones de pozos en búsqueda de hidrocarburos, generadas por la industria petrolera, en el territorio provincial. Dicho acervo técnico, es considerado como parte integrante de los recursos hidrocarburíferos provinciales y patrimonio institucional del Estado. 

Respecto del almacenamiento de las colecciones de muestras de roca, deberán preverse la construcción de una litoteca, cuyas instalaciones específicas atiendan el almacenamiento, el procesamiento y la consulta del personal técnico de las empresas usuarias de la información, conformada bajo estrictas especificaciones de acuerdo con los estándares internacionales de archivo de información, que garantizan la seguridad, confidencialidad y conservación de las muestras.

Se promoverá el uso de modernas tecnologías de la información y la comunicación para acceder a la información georeferenciada de toda la provincia, a través de un Portal de Acceso a la Web, de una sala “Data Room” y de un mapa de interfaz interactiva GIS; de acuerdo a las pautas de funcionamiento que regulará la Autoridad de Aplicación de la presente Ley.

Las bases de datos e información que se generen a través del C.I.P., dependerán de la estructura y calidad de los datos y la información recibida, y deberán estar claramente estructuradas y responder a un diseño de registro estandarizado, para facilitar el intercambio y la accesibilidad a todas las autoridades con competencia en la materia, de manera de complementarse con los programas implementados en otras jurisdicciones, y para optimizar el acceso y la utilización de forma clara y segura por parte de los Operadores del mercado debidamente inscriptos en el Registro creado por el Artículo 45º de la presente Ley, siguiendo los términos y condiciones que fije la Autoridad de Aplicación.

TITULO IV

CESIONES

ARTICULO 66º: Los contratos, permisos y concesiones acordados en virtud de esta Ley pueden ser cedidos, previo consentimiento expreso por escrito dado por la Autoridad de Aplicación y aprobado mediante decreto del Poder Ejecutivo, a favor de quienes reúnan a su exclusivo criterio, las condiciones y requisitos exigidos para ser permisionarios o concesionarios, de acuerdo a las previsiones de la presente Ley y sus reglamentaciones, y de la legislación complementaria vigente.

La solicitud de cesión será presentada ante la Autoridad de Aplicación, debidamente acompañada de la minuta de escritura pública.

ARTICULO 67º: Los escribanos públicos no autorizarán ninguna escritura de cesión sin exigir del cedente una constancia escrita de la Autoridad de Aplicación, acreditando que no se adeudan tributos de ninguna clase, por el derecho que se pretende ceder. Tal constancia y el decreto que la autorice en copia auténtica, quedarán incorporados en el respectivo protocolo.

ARTICULO 68º: La Autoridad de Aplicación previo a emitir las consideraciones por escrito que los procedimientos requieren, conforme lo fijan los artículos precedentes del presente Título, y en función de los objetivos que surgen del Artículo 11º, inciso i) de la presente Ley, solicitará un dictamen por escrito a la Secretaría de Energía de la Nación o a la organización federal de política sectorial que contenga a las demás jurisdicciones como complementación y coordinación a una política pública hidrocarburífera y energética nacional, sobre los antecedentes que sobre el particular obren en ese ámbito y que estime oportuno conocer, en el ánimo de coadyuvar de manera eficiente y eficaz a optimizar el nivel de respuesta y de evitar –en caso de existir- la prosecución de prácticas comunes que puedan generar beneficios económicos, a partir de maniobras comerciales ajenas a los fines que promueve esta legislación. 

TITULO V

REGIMEN DE PROTECCION DEL AMBIENTE

ARTICULO 69º: La protección del ambiente y la conservación del patrimonio natural y cultural, que pueda ser afectado por las actividades hidrocarburíferas mencionadas en el Artículo 1º de la presente Ley, se regirán por las disposiciones de este Título; siendo la aplicación e interpretación de la presente Ley ajustada a los siguientes principios rectores:

a) de sustentabilidad;

b) de prevención;

c) de precaución;

d) de equidad intrageneracional e intergeneracional; 

e) de responsabilidad ambiental;

f) de progresividad;

g) de internalización de las externalidades negativas ambientales.

La Autoridad de Aplicación de esta legislación específica, abordará el diseño y aplicación de las políticas públicas ambientales en la materia bajo el principio de gobernanza ambiental, a partir de la armonización de las políticas -de coordinación y cooperación solidaria- con las demás dependencias y organismos de la administración pública provincial con competencia en la materia, en especial con el Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible (O.P.D.S.) o a la autoridad que lo reemplace, incluidas las de otras jurisdicciones cuando el caso lo amerite, así como con la participación efectiva e integrada de los municipios y de los actores privados y sociales involucrados en esta temática, de modo tal que sea posible la articulación sistematizada de acciones –potenciando la construcción de consensos como forma de legitimación- a la hora de generar los instrumentos normativos, procedimientos, herramientas, información y comunicación; con el objeto de tomar las mejores decisiones que den respuestas razonables y proporcionales a la capacidad de implementación de las mismas, permitiendo conducir los esfuerzos hacia el cumplimiento efectivo de las medidas preventivas y correctivas necesarias para proteger el medio ambiente, sobre la base de responsabilidades claramente definidas. 
ARTICULO 70º: La Autoridad de Aplicación de la presente Ley, a través de su sector específico, generará a nivel provincial un Registro para Inventariar los Sitios Potencialmente Contaminados con sustancias derivadas del petróleo, producto de una alteración de origen antrópico, donde existiesen o hubieren existido actividades previstas en esta Ley, cuyo riesgo es relevante para la salud humana, el ambiente y sus componentes. 

Las tareas de identificación, calificación y cuantificación de todos aquellos sitios potencialmente contaminados, serán realizadas conjuntamente con el O.P.D.S., las autoridades locales y con la necesaria cooperación de sus comunidades y de las personas físicas y/o jurídicas alcanzadas por la presente Ley.

La información incorporada de cada sitio contaminado detectado en el territorio provincial, permitirá realizar el seguimiento y establecer una lista de prioridades de los mismos desde su identificación y caracterización hasta su remediación, y, en su caso, la reincorporación a las actividades productivas, de acuerdo a los criterios locales.
Las bases de datos e información que se generen, a su vez, deben estar claramente estructuradas y responder a un diseño de registro estandarizado, para facilitar el intercambio y la accesibilidad a todas las autoridades con competencia en la materia, de manera de complementarse con programas que atienden la problemática de forma integral, como ser, el “Programa para la Gestión Ambiental de Sitios Contaminados (ProSiCo)” desarrollado por la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación.

ARTICULO 71º: Créase el Fondo Especial de Restauración y Compensación Ambiental de la actividad Petrolera, con la finalidad de cubrir prioritariamente las necesidades que hacen a la gestión de los sitios potencialmente contaminados por las operaciones propias de la actividad hidrocarburíferas que generen un daño ambiental de incidencia colectiva, en especial sobre aquellos caracterizados como pasivos ambientales y en los casos en que los responsables primarios sean insolventes o indeterminados, incluyendo las medidas compensatorias que se estimen necesarias para mejorar la situación ambiental del entorno natural y social de la zona afectada. 
Dicho fondo será administrado por la Autoridad de Aplicación de esta Ley a través de una Comisión, cuerpo colegiado formado por funcionarios del área específica de hidrocarburos, cuyo titular presidirá la misma y por agentes estatales de la Administración Pública con competencia en la materia (cuando también esté conformado por agentes externos a la Administración Pública, puede tomar el nombre de Comité) que se reunirán periódicamente para realizar las tareas asignadas por esta norma y su reglamentación, con carácter “ad-honórem” y que tendrán a su cargo decidir el destino de los fondos asignados.
El Fondo ambiental se integrará con los siguientes recursos:

a) del producto porcentual que surge de la creación del Fondo Especial de Regalías de la Provincia de Buenos Aires conforme se establece en el Artículo 55º, apartado 4) de esta Ley;

b) del recargo de hasta un diez por ciento (10%) sobre el precio de venta del petróleo crudo que se elabore en la provincia, aplicado sobre los valores que fije la autoridad competente;

c) de la parte porcentual que establezca la Autoridad de Aplicación de esta Ley, sobre los fondos recaudados entre los ítems mencionados en el Artículo 100º.
Para cumplir con las tareas enunciadas en el presente artículo, se deberá elaborar un mecanismo de intervención jurídica, en línea a lo fijado en el Artículo 10º de esta Ley, o en su caso con cargo directo al propietario del inmueble (y al propietario de las instalaciones, en caso de no ser el mismo titular), cuando se detecten terrenos degradados y abandonados y donde sea necesaria la participación del sector público para encarar las operaciones de limpieza y recuperación de emplazamientos contaminados, a partir de reducir el riesgo a niveles aceptables en función de la protección de la salud humana y del funcionamiento de los ecosistemas. Los costos generados por la remediación por intervención del estado, serán ejecutados al propietario en caso de falta de pago por la vía de apremio judicial, emitiendo la Autoridad de Aplicación el título ejecutivo respectivo, por el total de las erogaciones más los intereses entre el momento de los desembolsos del Estado y la emisión del titulo ejecutivo mencionado.  
ARTICULO 72º: Los establecimientos comprendidos por las actividades reguladas por esta Ley y/o manejen sustancias derivadas del petróleo (petroderivados) por encima de un determinado volumen, cualquiera fuera su uso, que desarrollen sus actividades en el territorio provincial al momento de promulgarse la presente, en un plazo no superior a dos años, deberán presentar una auditoría de Evaluación Ambiental de Riesgos (E.A.R.) de Apertura (Informe preliminar de situación o Fase I), en donde se consigne el estado y las características de sus instalaciones y su relación con el entorno natural y social asociado, abarcando un radio de influencia respecto al sitio de interés. 
Una vez cuantificado y calificado el riesgo que representan las instalaciones del establecimiento, en función de su emplazamiento, características constructivas, antigüedad, estado y mantenimiento, tecnología utilizada en elementos y sistemas de seguridad, efectos de la descarga de los efluentes líquidos, de las emisiones de gases, y de la generación de residuos especiales y de los procedimientos de trabajo utilizados (características intrínsecas) y su relación con el entorno natural y social que coexiste con las mismas (características extrínsecas) y evaluados los resultados a partir de aplicar una metodología práctica con el fin de clasificarlas (ee.s. y otras bocas), atendiendo a criterios ambientales y de seguridad objetivos; la Autoridad de Aplicación de la presente Ley, en coordinación con las autoridades locales, establecerá los pasos a seguir para su control e indicará al Operador la caracterización del nivel de riesgo de su establecimiento y las adecuaciones que deberá emprender en consecuencia para minimizar los riesgos, en función de una mayor seguridad de los bienes propios y aledaños, de prevenir efectos nocivos a la salud de la población y de preservar el medio ambiente al controlar y reducir los eventos contaminantes.

A partir de la información y de los resultados obtenidos vinculados al potencial riesgo de que exista contaminación del subsuelo, se procederá a establecer los planes de adecuaciones a instaurar y a priorizar las actuaciones según la identificación de los emplazamientos con mayor riesgo, estableciendo un Plan de investigaciones intrusivas del sitio (Fase II) complementario del anterior, con el fin de lograr mayor detalle de información analítica del estado de los recursos naturales que lo componen (puede incluir esta etapa, acciones para el control, reducción y fiscalización de emisiones de los compuestos orgánicos volátiles -COV’s- como estrategia de mejora de la Calidad del Aire en los centros urbanos, a través de implementar mecanismos de recuperación de vapores en los procesos de almacenamiento y distribución de combustibles líquidos) y de ser necesario, en función de las acciones que el estudio determine y del modelo conceptual de sitio desarrollado, emprender la contención o las acciones de respuesta inicial a situación de emergencia e inmediata limpieza y restauración de los recursos afectados por la contaminación (Fase III), o en su defecto, a colocarlo dentro de los niveles de concentración permisibles establecidos por la normativa que surja de la reglamentación, o los que correspondiera por aplicación de Análisis de Riesgos para la Salud Humana y los Ecosistemas, fundamentados en guías, estándares y procedimientos de reconocimiento internacional y adecuados para el escenario en cuestión (Normas ASTM, Procesos de “Risk Based Corrective Action -RBCA-”, US EPA, para sitios contaminados con hidrocarburos y sus derivados).
Por último, se establecerá un sistema de observación directa y periódica del medio subterráneo (Fase IV) o “Plan de Monitoreo y Vigilancia Ambiental”, mediante la presentación de Informes Periódicos de Situación; con el objetivo final de implementar una red de control, específica para cada sitio, que permita evitar o detectar tempranamente posibles incidencias.

La metodología y los criterios de procedimiento y estándares para realizar el relevamiento e informe preliminar de situación (Fase I) e investigaciones complementarias de mayor detalle del subsuelo (Fase II), se establecerán con la reglamentación de la presente.

ARTICULO 73º: Las empresas contratistas o los permisionarios, concesionarios y demás sujetos alcanzados por esta Ley, previo al inicio de las actividades de exploración, explotación, transporte, almacenaje, industrialización, fraccionamiento y comercialización de petroderivados, incluido los biocombustibles, deberán realizar y presentar ante la Autoridad de Aplicación de la presente Ley -para su análisis, evaluación y dictamen técnico- un estudio de Evaluación de Impacto Ambiental (E.I.A.) o una Evaluación Ambiental de Riesgos (E.A.R.) de Apertura (Fase I y II), conforme a la envergadura y naturaleza del proyecto según corresponda.
Se considera como estudio de Evaluación de Impacto Ambiental al análisis previo, que tiene por objetivo proporcionar una visión integral y exhaustiva que permita identificar las consecuencias ambientales, tanto positivas como negativas, que ocasionarán las obras o las actividades proyectadas. Dicho estudio deberá indicar las acciones que se ejecutarán con posterioridad para minimizar y, en su caso, evitar efectos degradatorios de los trabajos y obras sobre el ambiente, así como las medidas a implementarse para mitigar sus efectos negativos, intensificar sus efectos positivos y remediar los daños que pudieran ocasionarse al equilibrio ecológico, al goce de un ambiente sano, al mantenimiento de la calidad de vida y a la preservación de los recursos naturales existentes en el territorio provincial. 

Todo establecimiento comprendido en los términos de la presente que se vea alcanzado por los estudios de E.A.R.’s, en función de los resultados de dichos informes, deberá poseer un Manual de “Guía de operaciones generales para ejecutar en situación de riesgo”, para conocimiento y aplicación del personal, donde se deberá describir conceptualmente el Sistema de Prevención de Riesgos y Plan de Contingencia Específico para el establecimiento, al establecer procedimiento formal y escrito que indique los métodos y las acciones básicas de respuesta que se deberán tomar para afrontar con éxito (de manera oportuna, adecuada, efectiva y con los recursos necesarios) la eventualidad de incidentes, accidentes y/o estados de emergencia que pudieran ocurrir durante la operación, de tal manera que cause el menor impacto a la salud y al ambiente.
La Autoridad de Aplicación de la presente Ley, para aquellos proyectos o procesos en análisis con potencial alto impacto en las actividades humanas y en el medio ambiente por operar con sustancias peligrosas derivadas del petróleo y por emplazarse en áreas de alta complejidad y vulnerabilidad social, económica y ambiental, solicitará al Operador en forma complementaria al estudio de E.I.A. -para un mejor análisis y toma de decisiones- la presentación de un Análisis Cuantitativo de Riesgos (A.C.R.) para verificar si los niveles de riesgos -individual y social- se encuentran por debajo de los límites de aceptabilidad o son tolerables cuando se comparan con criterios reconocidos internacionalmente, hasta tanto se definan los valores de riesgo máximo admisible propios. Todos los escenarios de riesgos detectados en el A.C.R. deberán estar contemplados al momento de elaborarse el Plan de Contingencias, en los términos expresados en el párrafo anterior. 
ARTICULO 74º: El estudio de Evaluación de Impacto Ambiental deberá contener como mínimo una información detallada sobre los planes, técnicas y obras existentes o a realizar para la prevención y disminución de los daños que se puedan producir al ambiente y sus recursos naturales dentro del área de operación y circundante y, en su caso, desarrollo de los mismos y los plazos de ejecución. Por otra parte incluirá un Plan de Gestión Ambiental (P.G.A.), donde se establecerá toda la programación relativa al medioambiente a llevar a cabo durante las distintas etapas de la obra, incluyendo el abandono de las mismas. El P.G.A. contendrá un plan de seguimiento de medidas de mitigación, reparación y/o compensación y de control de emisiones, efluentes y residuos especiales, plan de emergencias y plan de contingencias, con los alcances que establezca la Autoridad de Aplicación de la presente Ley, en coordinación con el O.P.D.S..

La Autoridad de Aplicación de la presente Ley, en coordinación con el O.P.D.S., mediante su reglamentación establecerá el alcance y procedimientos de las E.I.A.’s y/o de las E.A.R.’s, y dentro de éstas últimas, cuales de ellas exigen la expedición de la Declaración de Impacto Ambiental (D.I.A.) o Declaración de Riesgo Ambiental (D.R.A.) y del Certificado de Aptitud Ambiental (C.A.A.) por parte del O.P.D.S., previa evaluación y dictamen técnico de la Autoridad de Aplicación de la presente Ley. 
La Autoridad de Aplicación de la presente Ley, en la etapa de análisis del Informe de Partida y del estudio de Evaluación de Impacto Ambiental presentados, previo a su dictamen técnico consultará a los organismos con competencia especial en la administración de los recursos naturales involucrados en la evaluación. En particular, deberá requerir dictamen a la Autoridad del Agua (A.D.A.) de la Provincia de Buenos Aires o a la autoridad que en el futuro la reemplace, en lo concerniente al recurso hídrico provincial.

ARTICULO 75º: La Autoridad de Aplicación de la presente Ley dispondrá de un plazo de veinte (20) días hábiles para solicitarle al permisionario, concesionario y titular de todas aquellas obras o actividades que puedan afectar directa o indirectamente el equilibro ecológico del territorio provincial, ampliaciones y/o correcciones y tendrá un plazo de cuarenta (40) días hábiles para emitir el pertinente dictamen técnico, conforme a su competencia específica sobre la administración de los recursos energéticos provinciales.

ARTICULO 76º: La aprobación del mencionado estudio se efectivizará mediante la Declaración de Impacto Ambiental, Declaración de Riesgo Ambiental o el Certificado de Aptitud Ambiental, según corresponda, que emitirá el O.P.D.S., quien dispondrá de un plazo de veinte (20) días hábiles, de recibido el dictamen técnico, para ello. Una vez obtenida la D.I.A., D.R.A. o el C.A.A., la Autoridad de Aplicación de la presente Ley dentro de un plazo de diez (10) días hábiles, deberá emitir la Autorización Integral Definitiva de Inicio (A.I.D.I.) para emprender las obras o actividades del causante, como así para cuando inicien obras o actividades nuevas que complementen a las ya existentes, dentro del área de un permiso o concesión, o de las que se desarrollen en predios e instalaciones de los demás sujetos alcanzados por esta Ley. 
ARTICULO 77º: Los estudios de las Evaluaciones de Impacto Ambiental y las Auditorías Ambientales deberán ser realizadas y suscritas obligatoriamente por Consultores o Profesionales, especializados en Estudios y Auditorias Ambientales, los que deberán estar inscritos en el Registro habilitado por el O.P.D.S. como condición previa y registrados en el específico por la materia que podrá crear la Autoridad de Aplicación de la presente Ley, de entender que con ello se aumentará la eficacia y la eficiencia de los procedimientos administrativos, quienes serán responsables por la veracidad de lo declarado en tales estudios.

Los estudios de las Evaluaciones de Impacto Ambiental y las Auditorias Ambientales revestirán el carácter de declaración jurada, debiendo estar rubricados también por las máximas autoridades de las empresas permisionarias, concesionarias y demás sujetos alcanzados por esta Ley, las que serán solidariamente responsables, en caso de comprobarse que se ha ocultado o alterado la información suministrada en el estudio o incumplido el informe presentado.

ARTICULO 78º: Las erogaciones originadas por los estudios ambientales así como los gastos derivados de todo incumplimiento al plan de contingencia ambiental, previamente aprobado, estarán a cargo de los titulares del derecho y demás sujetos comprendidos por esta Ley.

ARTICULO 79º: Rige como condición prioritaria para las actividades de prospección, exploración, explotación, transporte, almacenamiento, industrialización y comercialización de hidrocarburos y sus derivados, incluido los biocombustibles, desarrolladas en la jurisdicción territorial de la Provincia de Buenos Aires; centrar su atención en "evitar" antes que "reparar". 
El que en ocasión del desarrollo de las actividades mencionadas, asumiendo el riesgo de las mismas por su peligrosidad intrínseca, degradare el ambiente, provocándole alteraciones y/o dañando los ecosistemas y sus elementos constitutivos, sean estos por acción u omisión, será objetivamente responsable y estará obligado prioritariamente a realizar todas las tareas correctivas necesarias para recomponer o reparar el daño ocasionado para volver a la situación previa; sin perjuicio de las sanciones contempladas en la presente Ley.

La reposición de las cosas al estado anterior tendrá lugar siempre que sea posible reparar en especie el menoscabo ocurrido. Cuando sea técnicamente imposible dar cumplimiento al criterio anterior, la Autoridad de Aplicación de la presente Ley - en coordinación y complementación con las demás autoridades provinciales con competencia en la materia y con la participación activa y necesaria de las autoridades locales -, a fin de determinar las medidas de reparación compensatorias que se adoptarán, llevará a cabo los estudios técnicos y económicos necesarios que permitan valorar el daño causado al entorno e identificar un conjunto razonable de opciones de reparación –tomando en cuenta, entre otros aspectos, el efecto que tendrá la opción sobre la salud y la seguridad pública y su probabilidad de éxito- y decidirá mediante resolución fundada el tipo de medidas de reparación que llevará a cabo el causante, incluyendo la indemnización económica sustitutiva. Dicha resolución podrá ser recurrida ante la justicia de la jurisdicción provincial, dentro de los quince (15) días de notificada la determinación.

Independientemente de lo previsto en el plazo anterior, la interposición del recurso administrativo o judicial nunca podrá tener efectos suspensivos cuando se trate de la reparación de daños en especie, que resulten impostergables por afectar directamente la prestación de servicios públicos, necesidades impostergables de la población o de evitar mayores perjuicios al medio dañado.

ARTICULO 80º: Todo establecimiento comprendido en los términos de la presente, generador de residuos especiales, deberá poseer un plan de gestión de dichos residuos que contemple minimizar su producción y establezca las formas de disposición transitoria, por un plazo máximo de un (1) año, en el propio predio y dentro del marco normativo vigente en la materia, Ley Nº 11.720 y sus normas reglamentarias (Decreto Nº 806/97, Anexo VI y Resolución Nº 592/00), exhibiendo la constancia del Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible de la Provincia de Buenos Aires. 

Los recipientes deberán estar debidamente identificados, con la leyenda “Residuos Especiales – Ley Nº 11.720” y adaptados para soportar la acumulación de residuos con restos de productos derivados del petróleo (petroderivados), e instalados en lugares apropiados para tales fines (en área techada, piso impermeabilizado con dispositivos de contención de derrames, debidamente señalizada, entre otras consideraciones). 

De ninguna manera, se podrán mezclar los residuos especiales con los residuos domiciliarios y ser transportados por los Servicios de Recolección autorizados por la Autoridad local para ser dispuestos con el resto de los residuos sólidos urbanos (RSU), en el lugar de disposición final habilitado por el municipio.

El transporte y tratamiento de sus residuos especiales será efectuado por empresas habilitadas ante dicho organismo. En todos los casos, se deberán mantener en archivo en el lugar, las constancias (manifiestos) de transporte y disposición final.

Los aceites usados podrán ser enviados a establecimientos recicladores debidamente habilitados por la autoridad competente, debiendo tener en archivo los remitos de envío. Bajo ningún concepto los aceites usados podrán ser destinados a otro uso que no especifique la legislación vigente.
Finalmente, todo Operador en correspondencia con la normativa y la jurisprudencia vigente, deberá tener en cuenta, respecto a la propiedad y al manejo ambiental de los residuos especiales generados, que su responsabilidad continúa en el tiempo, según el principio esencial en manejo de residuos especiales “de la cuna a la tumba” (cradle to grave) y por lo tanto, deberá arbitrar los medios a su alcance para evitar, con el empleo del debido cuidado, toda acción que impacte negativamente sobre el entorno. 

ARTICULO 81º: La Autoridad de Aplicación de esta Ley, entendiendo que la efectiva protección del ambiente no sólo se alcanza a través de la legislación, apoyará -en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires- todas las iniciativas asumidas por las entidades reguladas por esta Ley tendientes a la implementación de políticas y programas de auditorías y de otros esfuerzos de cumplimiento voluntario, de características rutinarias que vayan más allá del mínimo requerido por las prácticas usuales de la actividad y que propicien la mejora continua de la gestión medioambiental de la compañía en el marco de la responsabilidad social y ambiental corporativa, y tomará en cuenta las medidas adoptadas de buena fe para evitar y corregir en forma inmediata las infracciones a cuestiones ambientales esenciales, y aquellas que prevengan su reaparición; para reducir las multas pretendidas o impuestas.

Dicha Autoridad de Aplicación adoptará una política de reconocimiento público al buen ciudadano corporativo, como medida de incentivo y en señal de una administración ambientalmente responsable, a través de mecanismos de certificación lo que aumentará y beneficiará la imagen pública de la compañía.

Asimismo, para promover un mejor grado de cumplimiento de las normativas ambientales y de las buenas prácticas internacionales de la actividad y con el objetivo de incentivar las inversiones del sector privado, el mencionado organismo estatal abogará por un Acuerdo Voluntario Medioambiental, con la participación de los Operadores de establecimientos e instalaciones comprendidos por esta legislación, las Cámaras Empresariales que los nuclean, las Empresas Petroleras y las Autoridades locales. 

ARTICULO 82º: Los sujetos alcanzados por la presente legislación, que realizan actividades riesgosas para el entorno natural y social, estarán obligados a contratar un seguro que garantice la remediación del sitio al haberse ocasionado, por acción u omisión, un daño ambiental de incidencia colectiva, provocados por incidentes previstos en la cobertura.
Hasta tanto no se consoliden en la práctica los procedimientos de contratación del seguro ambiental obligatorio (S.A.O.) y en la medida que no se sustancien los primeros resultados obtenidos de los estudios ambientales, las auditorias ambientales y de seguridad de riesgos y las guías de procedimientos respectivas que surgen de la aplicación de la presente Ley y de sus reglamentaciones, que vayan generando las pautas de normatividad que den previsibilidad y mayores certezas sobre la adopción de medidas preventivas adecuadas para evitar que el siniestro ocurra; resultará admisible, a los efectos de la presente, la modalidad de “auto-seguro” como opción válida y adecuada para responder por los daños ocasionados al ambiente, en la medida que los titulares de las actividades riesgosas sujetos a la obligación de contratar un seguro por daño ambiental de incidencia colectiva, acrediten solvencia económica y financiera, de acuerdo a los requisitos que a tales efectos sean establecidos por las normas complementarias a la presente.

En el ámbito de las actuaciones de la presente, las estaciones de servicio abanderadas por los colores y la marca comercial de una empresa Petrolera debidamente registrada, a través de las cuales comercializan en forma exclusiva sus productos en el mercado -cualesquiera sea la modalidad contractual que los vincule-, por el principio de responsabilidad solidaria y en el marco de su responsabilidad social y ambiental corporativa, dicha empresa Petrolera –titular de la marca identificatoria- responderá como tal, en conjunto con el titular de la boca de expendio, al margen que se prueben plenamente el grado de participación de cada una de las partes en la acción u omisión que hubiere causado; en tanto y en cuanto, tienen también la obligación de hacer cumplir a su red de distribución con las normas especificas de la actividad.
ARTICULO 83º: Los propietarios de inmuebles en los que se haya realizado alguna de las actividades alcanzadas por esta Ley, estarán obligados a declarar tal circunstancia en las escrituras públicas que documenten la transmisión de derechos sobre aquellas. La existencia de tal declaración se hará constar en la Dirección Provincial del Registro de la Propiedad, por nota al margen de la inscripción a que tal transmisión dé lugar. De igual manera, los actuales y futuros propietarios de inmuebles, a partir de la sanción de esta Ley, que desarrollen las actividades comentadas, deberán proceder a la inscripción en el mencionado Registro de la Propiedad inmueble, donde se consignará, específicamente, que dicho predio se destina a tal fin.
La Autoridad de Aplicación de la presente Ley, en coordinación y complementación con el O.P.D.S., y con la A.D.A. -en caso de verse involucrado el recurso hídrico-, mediante resolución conjunta fundada procederán a declarar el suelo contaminado y acto seguido, a comunicarlo al Registro de la Propiedad quien hará constar en el folio correspondiente al inmueble a que afecte, por medio de nota extendida al margen de la última inscripción de dominio.

Para aquellos predios –con o sin construcción posterior terminada- que se encuentren con procesos de aplicación de medidas de acción correctivas o bien, con algunas acciones de restauración específicas, como ser la atenuación natural monitoreada, y presenten una contaminación remanente por encima de los valores aceptables, en suelos y/o en agua subterránea, determinando que el uso sea limitado y con restricciones de exposición en el marco de los controles institucionales dispuestos; quedarán sujetos a una revisión quinquenal (cada cinco años) para garantizar la protección de la salud humana y el medio ambiente, con la debida intervención de los organismos provinciales con competencia en la materia y de la autoridad competente municipal.
La anotación marginal de declaración de suelo contaminado se cancelará –en forma total o parcialmente- en virtud de una certificación expedida por el O.P.D.S. y por la A.D.A. en el caso de verse afectado el recurso hídrico, previa intervención en el análisis y evaluación técnica de la situación ambiental del sitio que haga la Autoridad de Aplicación de la presente Ley en el marco del plan de monitoreo implementado, en la que se incorporará la resolución administrativa de desclasificación y el regreso parcial o total para un uso seguro y productivo del sitio.

ARTICULO 84: A los efectos de esta Ley, y en el marco de proveer a la preservación del patrimonio natural y cultural, se considera patrimonio histórico, arqueológico y paleontológico no sólo a todo acervo específico a estas ciencias, sino también al que constituye el material de otras disciplinas, como la antropología, la etnología y toda forma de investigación científica.

ARTICULO 85º: Las personas físicas y jurídicas que en ejercicio de las actividades que regula la presente Ley, encuentren yacimientos y/o lugares históricos arqueológicos y/o paleontológicos, objetos o restos de interés vinculados a estas ciencias, aún casualmente, tienen la obligación de denunciarlos dentro de las veinticuatro (24) horas de producido el hecho ante la Autoridad de Aplicación, suspendiendo las tareas hasta tanto esta última se pronuncie dentro de los cinco (5) días de tomado conocimiento, no pudiendo removerse ni trasladarse los objetos o restos descubiertos, sin previa autorización. Ello, sin perjuicio de la actuación que correspondiera darles a otros Organismos con competencia en el tema.

ARTICULO 86º: La Autoridad de Aplicación de la presente Ley, en coordinación con el O.P.D.S., otros organismos provinciales con competencia en la materia y las autoridades locales, implementará un programa de formación y divulgación –de actualización continua- con la finalidad de educar a la población y apoyar, por todos los medios posibles, la formación de nuevos valores culturales afines con la sustentabilidad, en particular en aquellas comunidades vinculadas con el desarrollo de las actividades hidrocarburíferas. En tal sentido, se hará hincapié sobre la comprensión de los aspectos ambientales y de seguridad, sus riesgos asociados con el entorno natural y social y las medidas de prevención y de respuesta a los mismos, con arreglo a las particularidades regionales o locales, étnicas, sociales, económicas y tecnológicas del lugar.

Por otra parte, a partir de la utilización de la mejor información disponible, se dará especial atención en trabajar de forma sostenida y profesionalizada sobre las mejores prácticas de comunicación del riesgo para la salud y de la gestión ambiental de los sitios contaminados, con el objeto de prevenir o mitigar las consecuencias adversas para la salud humana, sobre aquellas poblaciones sensibles –en particular los grupos vulnerables- de estar relacionadas con la exposición a sustancias peligrosas derivadas del petróleo, por su proximidad a sitios contaminados. 

ARTÍCULO 87º: El incumplimiento de la referidas obligaciones en forma reiterada son causales de caducidad de los permisos y concesiones otorgados en virtud de la presente Ley; todo ello sin perjuicio de las sanciones que pudieren corresponder.
ARTICULO 88º: El enunciado de los artículos precedentes del presente Título no es taxativo, debiendo los permisionarios, concesionarios y demás sujetos alcanzados por esta Ley cumplir con todas las normativas hidrocarburíferas Nacionales, Provinciales y Municipales vigentes y las que dicte en el futuro la Autoridad de Aplicación de la presente Ley, sin perjuicio de la aplicación supletoria de la legislación general en la materia.

La violación por parte de dichos sujetos de las disposiciones del presente Título, serán pasibles de multas que se graduarán en función de la índole del incumplimiento.

TITULO VI

NULIDAD, CADUCIDAD Y EXTINCION 

DE LOS CONTRATOS, PERMISOS Y CONCESIONES

ARTICULO 89º: Los contratos, permisos o concesiones podrán ser declarados nulos, caducos o extinguidos de acuerdo a lo establecido en el presente Título, con la complementación indicada en el Título homónimo de la Ley Nº 17.319, sus reglamentaciones y/o la que la reemplace o sustituya en el futuro, siempre que no se opongan expresamente a la presente. 
En todos los casos, las condiciones establecidas en el presente Título, parten de la premisa de que no se alteren las necesarias medidas inspiradas en criterios transparentes y objetivos, y que por lo tanto, no deben interpretarse como restrictivas.

ARTICULO 90º: Los contratos, permisos o concesiones caducan por: 

a) Falta de pago de una anualidad del canon respectivo, tres (3) meses después de vencido el plazo para abonarlo. 

b) Falta de pago de las regalías, tres (3) meses después de vencido el plazo para abonarlas. 

c) Incumplimiento sustancial e injustificado de las obligaciones estipuladas en los contratos, permisos o concesiones, entre las cuales deben considerarse producción eficiente, pericia técnica, mantener una adecuada tasa de reposición de reservas probadas, preservar el uso racional de los recursos naturales no renovables, inversiones, trabajos y protección medioambiental. 

d) No haberse dado cumplimiento a las obligaciones resultantes de los Artículos 20º y 29º de la presente Ley.

e) Incumplimiento de la obligación de transportar hidrocarburos de terceros en las condiciones establecidas en el Artículo 39º  de la presente Ley o la reiterada infracción al régimen de tarifas aprobado para estos transportes. 

f) Haber caído su titular en estado legal de falencia conforme con la resolución judicial ejecutoria que así lo declare. 

g) Fallecimiento de la persona física o fin de la existencia de la persona jurídica titular del derecho, salvo acto expreso del Poder Ejecutivo manteniéndolo en cabeza de los sucesores, si éstos reunieran los requisitos exigidos para ser titulares.
h) Reiteradas violaciones a las obligaciones establecidas en los Títulos III y V de la presente Ley.
i) Falta de pago de los tributos provinciales.  

En los casos comprendidos precedentemente, a excepción de los establecidos en los incisos f) y g),  la Autoridad de Aplicación intimará al titular del derecho para que subsanen dichas transgresiones en el plazo que fije la reglamentación, bajo apercibimiento de declarar sin más la caducidad del derecho; todo ello sin perjuicio de las sanciones que pudieren corresponder.

Comprobada la causal de caducidad o nulidad con el debido proceso legal, el Poder Ejecutivo dictará la pertinente resolución fundada. Hecho, se notificará a la Autoridad provincial mencionada en el Artículo 47º de la presente Ley, de la resolución administrativa para que proceda en el marco de su competencia.
ARTICULO 91º: Cuando un contrato, permiso o concesión se extingan por el vencimiento de sus plazos y sea objeto de concurso para su ulterior adjudicación, tendrá preferencia para adquirirla, en igualdad de condiciones, el titular cesante.

ARTÍCULO 92º: Anulado, caducado o extinguido un contrato, permiso o concesión revertirán al Estado Provincial, las áreas respectivas con todas la mejoras, instalaciones, pozos y demás elementos que el titular del derecho haya afectado al ejercicio de su respectiva actividad, en las condiciones establecidas en los Artículos 34º y 38º de la presente Ley.

ARTICULO 93º: En las cláusulas particulares de los contratos, permisos y concesiones se podrá establecer, la intervención de un Tribunal Arbitral, el que deberá entender en lo relacionado a la declaración administrativa de caducidad o nulidad efectuada por el Poder Ejecutivo, según lo previsto en el Artículo 90º, in fine, de la presente Ley y en los lineamientos fijados en el Artículo 96º del Título siguiente de esta Ley. 
Igual tratamiento podrá acordarse respecto de las divergencias o controversias que se planteen entre los interesados y la Autoridad de Aplicación de esta Ley, sobre determinadas cuestiones técnicas, especificadas al efecto en cada permiso o concesión.

El Tribunal Arbitral estará constituido por un árbitro designado por cada una de las partes y el tercero por acuerdo de ambos. Ante la imposibilidad de acuerdo para la designación del tercer árbitro, el mismo deberá ser designado por el Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Provincia.
TITULO VII

CONTRAVENCIONES Y SANCIONES

ARTICULO 94º: Los incumplimientos de cualquiera de las obligaciones emergentes de la presente Ley y sus normas reglamentarias, por parte de los sujetos alcanzados por la misma, que no configuren causal de caducidad, ni sea reprimido de manera distinta, serán sancionados por la Autoridad de Aplicación de esta Ley en primera instancia administrativa, de acuerdo al siguiente régimen sancionatorio:

a) Para aquellos incumplimientos vinculados a la seguridad y al medio ambiente en las actividades de exploración, explotación, almacenaje, transporte, industrialización, comercialización de hidrocarburos y sus derivados, y en las instalaciones de toda otra persona física o jurídica que operen con petroderivados para su propio consumo y que estén debidamente registradas,  las sanciones a aplicar oscilarán entre Pesos equivalentes a dólares estadounidenses MIL SEISCIENTOS CINCUENTA (u$s 1.650) a Pesos equivalentes a dólares estadounidenses UN MILLON SEISCIENTOS CUARENTA MIL (u$s 1.640.000).

b) Para aquellos incumplimientos vinculados a las reglamentaciones técnicas sobre exploración, explotación, almacenaje y transporte de hidrocarburos, y demás instalaciones que operen con petroderivados, las sanciones a aplicar oscilarán entre Pesos equivalentes a dólares estadounidenses MIL SEISCIENTOS CINCUENTA (u$s 1.650) a Pesos equivalentes a dólares estadounidenses CIENTO SESENTA Y CINCO MIL (u$s 165.000). 

c) Para aquellos incumplimientos vinculados a las reglamentaciones en materia de suministro de información o a las solicitudes de información que emita la Autoridad de Aplicación, las sanciones a aplicar oscilarán entre Pesos equivalentes a dólares estadounidenses MIL SEISCIENTOS CINCUENTA (u$s 1.650) a Pesos equivalentes a dólares estadounidenses CINCUENTA MIL (u$s 50.000). 
d) Para aquellos incumplimientos vinculados a la seguridad y el medio ambiente en las actividades de fraccionamiento, transporte, distribución y comercialización de gas licuado de petróleo, las sanciones a aplicar oscilarán entre Pesos equivalentes a dólares estadounidenses MIL SEISCIENTOS CINCUENTA (u$s 1.650) a Pesos equivalentes a dólares estadounidenses SEISCIENTOS CINCUENTA Y CINCO MIL (u$s 655.000). 

e) Para aquellos incumplimientos vinculados a la no inscripción en los Registros vinculados al sector combustibles y a la negativa a admitir inspecciones o verificaciones reglamentarias ordenadas en cada caso por la Autoridad de Aplicación o la obstrucción a su práctica, las sanciones a aplicar oscilarán entre Pesos equivalentes a dólares estadounidenses QUINIENTOS (u$s 500) a Pesos equivalentes a dólares estadounidenses CIENTO CINCUENTA MIL (u$s 150.000). 

f) Todos los demás incumplimientos no previstos en los incisos anteriores serán definidos por la Autoridad de Aplicación y sancionados con medidas de apercibimiento, amonestación pública, suspensión de los registros o multas que oscilarán entre Pesos equivalentes a dólares estadounidenses MIL SEISCIENTOS CINCUENTA (u$s 1.650) a Pesos equivalentes a dólares estadounidenses SEISCIENTOS CINCUENTA Y CINCO MIL (u$s 655.000). 

Las multas y demás sanciones previstas en este artículo serán graduadas, en cada caso, en función de la gravedad del incumplimiento (falta leve, falta grave y falta muy grave), del grado de afectación del interés público y de la reiteración de las mismas. En caso de reincidencia, los valores asignados, podrán incrementarse hasta el doble.

Asimismo, se adoptarán criterios de evaluación que harán que las multas y demás sanciones previstas aumenten al tener en cuenta la presencia de factores agravantes o “de culpabilidad” o disminuyan por la presencia de factores atenuantes o “de inculpabilidad”. Se considerará un infractor comprendido dentro de los primeros factores, entre otros, cuando realice una auditoria de cumplimiento o administrativa, y con conocimiento de causa, falle astutamente en remediar de inmediato y en corregir cualquier daño ocasionado y se estimará como un factor positivo en la consideración y mitigación de las multas, cuando el infractor manifiesta buena fe - mostrando una actitud responsable y cooperativa- al identificar e informar de inmediato el incumplimiento o al instituir las medidas para remediar la falta antes que la Autoridad de Aplicación las detecte o cuando aquellas sirven para prevenir la reincidencia del evento causante de la infracción.      

En aquellos supuestos de peligro de explosiones, derrames o de cualquier otro siniestro que comporten peligro o daño grave para personas, bienes, interés fiscal, medio ambiente o para la conservación de evidencias para la resolución de las causas que puedan corresponder, la Autoridad de Aplicación estará facultada para requerir el auxilio de la fuerza pública y la clausura temporaria de las explotaciones e instalaciones vinculadas.

ARTICULO  95º: Los incumplimientos mencionados en el artículo anterior facultarán a disponer, conjunta o indistintamente, la suspensión o eliminación del responsable de los registros que prevé la presente Ley y sus normas reglamentarias. Estas sanciones no enervarán otros permisos o concesiones de que fuera titular el causante, ni las autorizaciones que se hubieren expedido.

Contra todas las sanciones aplicadas conforme a las disposiciones de la presente Ley podrán interponerse recurso de reposición y jerárquico en subsidio ante el Poder Ejecutivo. Confirmada la sanción, como instancia competente, queda habilitada la instancia judicial ante el fuero contencioso administrativo (conf. Ley Nº 12.008 y sus modificatorias), renunciando a cualquier otro fuero o jurisdicción nacional o internacional. 
Las sanciones de multas deberán ser abonadas dentro de los diez (10) días hábiles administrativos de haber sido dispuestas, cualquiera sea la instancia de impugnación, salvo que se trate de sanciones que excedan de la cantidad de Pesos equivalentes a dólares estadounidenses CIENTO SESENTA Y CINCO MIL (u$s 165.000), en cuyo caso el recurso tendrá efecto suspensivo siempre que se acredite haber realizado a la orden del Estado Provincial, un depósito dinerario en caución equivalente a la sanción recurrida.

ARTICULO 96º: Con la declaración de nulidad o caducidad a que se refiere el Artículo 90º de la presente Ley, se tendrá por agotada la vía administrativa ante el Poder Ejecutivo, y el interesado podrá optar entre la pertinente demanda judicial contra el Estado Provincial, conforme se estipula en Artículo 95º, segundo párrafo o la intervención, en su caso, del Tribunal Arbitral que menciona el Artículo 93º de la presente Ley. La acción del interesado en uno u otro sentido caducará en el transcurso del plazo indicado por la ley de procedimiento contencioso administrativo. 
TITULO VIII

AUTORIDADES

CAPITULO I – AUTORIDAD DE APLICACIÓN Y CONTRALOR 

SECCION I
CREACION Y NATURALEZA JURIDICA

ARTICULO 97º: Créase, sobre la base de la Dirección Provincial de Energía de la Provincia de Buenos Aires, la Dirección de Energía de la Provincia de Buenos Aires, D.E.B.A., en adelante la “DIRECCION” quien mantendrá sus relaciones con el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Infraestructura, dadas las competencias atribuidas en materia energética.

La entidad autárquica de derecho público, gozará de personalidad jurídica propia, de plena capacidad jurídica y de obrar para el cumplimiento de sus fines, de  patrimonio propio, y de autonomía administrativa y financiera; cuyo régimen de competencia, facultades, organización, funcionamiento y demás previsiones se establecen como ANEXO I formando parte integrante de la presente Ley. 
SECCION II

OBJETIVOS Y FUNCIONES

ARTICULO 98º: La DIRECCION será la Autoridad de Aplicación y Contralor y ejercerá la regulación, la administración y el poder de policía sobre las actividades sujetas a la presente legislación en el territorio de la Provincia de Buenos Aires, velando por la protección del medio ambiente y la salud pública, la seguridad de las instalaciones, de las personas y sus bienes, y por la utilización racional de los recursos naturales. 

Establécese como competencia de la DIRECCION, entender en todo lo relacionado con la ejecución, promoción, registración, normalización y fiscalización de las actividades alcanzadas por la presente Ley, realizando para ello la coordinación necesaria con los Organismos que interna o externamente intervengan en su tratamiento; y teniendo para la consecución de los objetivos señalados, las siguientes funciones y atribuciones, sin perjuicio de las demás facultades que resultan de la presente Ley -en especial de los objetivos energéticos y las funciones generales que surgen de las regulaciones incluidas por Anexo I- y de las demás leyes y normas generales de aplicación en la materia: 

a) Dictar las reglamentaciones técnicas referidas a las actividades comprendidas en la presente Ley, incluyendo la seguridad y la preservación ambiental, que sean aplicables en forma obligatoria en todo el territorio provincial y a los efectos de esta Ley, sin alterar las finalidades de la normativa nacional de base;
b) Emitir las resoluciones, instructivos y demás disposiciones administrativas que sean necesarias para la aplicación de la presente Ley;

c) Reglamentar el procedimiento para el cálculo y liquidación de las regalías;

d) Analizar, elaborar y proponer los objetivos y políticas para el sector hidrocarburífero, en el marco de la política energética provincial y evaluar su cumplimiento, sometiéndolo a la aprobación del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Infraestructura, y presentando anualmente un informe de situación al Poder Legislativo donde se indique en forma clara y detallada sobre los avances de la gestión;

e) Intervenir en el estudio, promoción y desarrollo de planes orientados a incentivar combustibles alternativos o biocombustibles de menor impacto ambiental, sobre los cuales deberá emitir las pertinentes normas regulatorias y reglamentaciones técnicas de complementación para su control;

f) Asistir y asesorar técnicamente al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Infraestructura, y otros poderes del Estado y a los Municipios cuando así lo requieran, en cuestiones que devengan de la aplicación de la presente Ley;

g) Coordinar con Organismos Nacionales, Provinciales, Inter-jurisdiccionales y Municipales, con la finalidad de homologar criterios técnicos y de procedimientos sobre cualquier aspecto referido a la materia;

h) Definir y administrar las áreas hidrocarburíferas de la Provincia y asignarlas para su exploración y explotación;

i) Propiciar ante el Poder Ejecutivo, a través de Ministerio de Infraestructura, la celebración de contratos y el otorgamiento de Permisos de Reconocimiento Superficial, de Exploración, Concesiones de Explotación, de Almacenaje de gas y Transporte de hidrocarburos;

j) Propiciar ante el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Infraestructura, cuando corresponda, la declaración de caducidad de los permisos y concesiones;
k) Evaluar y dictaminar respecto a los informes y estudios técnicos de seguridad y ambientales presentados previo al inicio de las obras y actividades del sector, desde el punto de vista técnico-energético, conforme la competencia específica en la materia, los cuales serán elevados al Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible (O.P.D.S.) o el organismo que en el futuro lo reemplace, para la emisión de la respectiva Declaración de Impacto Ambiental, Declaración de Riesgo Ambiental o Certificado de Aptitud Ambiental, y hecho, emitir la pertinente Autorización Integral Definitiva de Inicio (A.I.D.I.) de las obras o actividades del causante;

l) Entender y laudar en lo atinente a diferendos técnicos vinculados a la aplicación de esta Ley, con relación a la explotación de un yacimiento compartido entre dos o más titulares de concesión de áreas vecinas;
m) Disponer, administrar, valorizar y uniformar la recopilación de toda información relativa a la actividad normada por la presente, actualizándola periódicamente. Elaborar, ordenar y publicar informes estadísticos del desarrollo y evolución del sector de hidrocarburos; así como la información relativa a los precios de referencia internacional de los crudos similares para la liquidación de regalías;
n) Establecer el importe del canon correspondiente a cada período y los importes de las multas previstas por esta Ley y administrar su producido;
o) Fijar el valor mínimo del Bono de Asignación de Area correspondiente al concurso de cada área conforme las particularidades contempladas en la presente Ley y administrar su producido;
p) Fijar los porcentajes de regalías correspondiente al concurso de cada área conforme las particularidades contempladas en la presente Ley;
q) Diseñar, desarrollar y mantener actualizado el Registro Provincial de Empresas Hidrocarburíferas creado por el Artículo 45º de la presente Ley y el Centro de Información Petrolera creado por el Artículo 65º de la presente Ley; 
r) Percibir, administrar e invertir, en la medida que lo disponga el Poder Ejecutivo y de acuerdo a las reglamentaciones que se dicten, los recursos provenientes del porcentual de regalías que le corresponden participar a la Provincia a través del Fondo Provincial de Regalías de la Provincia de Buenos Aires creado por el Artículo 55º de la presente Ley y girar a las entidades con derecho a ellas tales recursos;
s) Diseñar, desarrollar y mantener actualizado todo Registro que crea oportuno crear para llevar adelante un eficiente y eficaz sistema de control y de administración de la información de la actividad, con vistas a dinamizar los procesos de análisis y toma de decisión;
t) Administrar y disponer de los bienes muebles e inmuebles que pase al Estado por finalización de los contratos de exploración y explotación de hidrocarburos, o por reversión de los mismos;
u) Determinar valores indicativos de carácter zonal, de los importes de los perjuicios indemnizables causados a fundos superficiarios por permisionarios y concesionarios;
v) Patrocinar y/o realizar estudios económicos y técnicos con referencia a los asuntos de su competencia, recabando para este fin toda la información pertinente;
w) Entender y ejecutar, por si o en asociación con terceros, las acciones necesarias en todos los aspectos relacionados con la cadena de producción de la industria del sector, con vistas a lograr el mejor aprovechamiento de los recursos hidrocarburíferos, dentro del ámbito provincial; 
x) Realizar todo acto no contemplado precedentemente que sea necesario para el mejor cumplimiento de sus funciones y de los fines de esta Ley y su reglamentación.
ARTICULO 99º: La DIRECCION llevará adelante los procesos de acción administrativa y la gestión operativa de sus competencias a los efectos del mejor funcionamiento y ejercicio de sus funciones, a través del área de gerenciamiento estratégico de Recursos Hidrocarburíferos y Combustibles, quien será la encargada de aplicar, proponer y velar por el cumplimiento de las normas, especificaciones y regulaciones afines, y actuará de acuerdo a las siguientes funciones y facultades, sin perjuicio de las demás que se enumeran en la presente Ley:

a) Controlar el cumplimiento de la presente Ley y las reglamentaciones emitidas que rigen las actividades hidrocarburíferas en todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires, conforme a las pautas básicas de verificación de aspectos técnico-operativos de seguridad, medioambientales, de los procesos y volúmenes de producción,  y, en su caso, condiciones económicas de las empresas titulares de las instalaciones, que resulten exigibles;
b) Aplicar las multas y demás sanciones establecidas en la presente Ley y sus reglamentaciones, teniendo en cuenta la graduación que marquen las circunstancias, y de acuerdo al procedimiento administrativo que se establezca asegurando el principio del debido proceso;
c) Recibir, controlar y administrar, en base a los mecanismos establecidos, el pago de las regalías hidrocarburíferas, requerir información correspondiente a esta materia de acuerdo a lo establecido en la presente Ley y a las reglamentaciones que se dicten;
d) Autorizar servidumbres mediante los procedimientos aplicables de acuerdo a lo establecido en la presente Ley y su reglamentación;
e) Obtener de los sujetos alcanzados por esta Ley la información y la documentación que se establezca, con adecuado resguardo de la confidencialidad que pueda corresponder;
f) Disponer las medidas necesarias para evitar, minimizar, mitigar o reparar los daños que los permisionarios, concesionarios u otros sujetos comprendidos en las actividades hidrocarburíferas de la presente causen al ambiente y a sus componentes;
g) Integrar la Comisión o el Comité del Fondo Especial de Restauración y Compensación Ambiental de la actividad Petrolera.
SECCION III

RECURSOS E INSTRUMENTOS DE GESTION
ARTICULO 100º: Los fondos que la DIRECCION recaude por la aplicación de esta Ley en concepto de participaciones que a continuación se detallan, serán destinados por dicha autoridad en forma directa a solventar los gastos derivados del ejercicio de las funciones que se le atribuyen a su dependencia específica de Recursos Hidrocarburíferos y Combustibles y a la promoción de actividades vinculadas con la materia que se regula, sin perjuicio de los recursos que se le asignen anualmente en el Presupuesto General de la Provincia.
a) El monto total ofrecido por el licitante ganador de la propuesta para la obtención del área correspondiente al Bono de Asignación de Area establecido por el Artículo 50º de la presente Ley;
b) La totalidad de lo recaudado en concepto de los cánones establecidos por los Artículos 51º y 52º de la presente Ley, los que serán transferidos a la orden del mismo por los obligados al pago;

c) Los fondos recaudados en concepto de multas conforme las sanciones establecidas en el Título VII de la presente Ley y de las tasas que establezcan las normas;

d) Los aranceles que se recauden por la emisión de los formularios oficiales protocolarizados destinados para la realización de Auditorias Técnicas de Seguridad y Ambientales en todos los establecimientos radicados en el territorio provincial, que operen con los productos alcanzados por esta ley, conforme se establece por el Artículo 101º de la presente Ley;

e) La totalidad de lo recaudado en concepto de venta de Pliegos de Bases y Condiciones en los concursos respectivos y de la información técnica de respaldo disponible administrada a través del C.I.P.;

f) La diferencia resultante de todas aquellas sumas comprometidas y no invertidas, que el titular del derecho deberá abonar en razón de las inversiones mínimas a que se haya comprometido para cada uno de los períodos que el permiso comprenda; 
g) Los fondos provenientes de los subsidios, legados, donaciones o transferencias que bajo cualquier título reciba;

h) Los demás fondos, bienes o recursos que puedan serle asignados en virtud de leyes y reglamentaciones aplicables;

i) Las indemnizaciones sustitutivas y de recomposición fijadas en sede judicial;
j) El producido por el pago de la tasa anual de control de transporte de hidrocarburos y sus derivados, fijada en el Artículo 36º, in fine, de esta Ley;

k) La parte porcentual que surgen de los fondos creados por esta Ley;

l) Los intereses y beneficios resultantes de la gestión de sus propios recursos.

ARTÍCULO 101º: La DIRECCION, en ejercicio de las potestades de poder de policía, materia eminentemente local, adoptará la promoción de un sistema de fiscalización y control efectivo y aceptable por todos, a través de un sistema operativo de gestión con utilización de formularios oficiales protocolarizados, que los agentes del mercado deberán adquirir obligatoriamente para llevar a cabo los trámites de presentación de información técnica ante la DIRECCION, entre otros, las respectivas auditorias técnicas en los establecimientos radicados en el territorio provincial. 

Para ello, se promoverá un acuerdo con la Secretaría de Energía de la Nación para la coordinar el ejercicio de la competencia de ambas jurisdicciones, basado en la colaboración y en la especialización, conforme al espíritu que sigue el texto del Artículo 115º de esta Ley y del Artículo 78º de la Ley Nº 17.319 y a los principios rectores del federalismo en la gestión descentralizada del Estado: de subsidiariedad, de aproximación y de asociación.

Esto permitirá optimizar los recursos disponibles, posibilitando a través del valor asignado a los distintos formularios a utilizar (de auditorías, de inscripción, de control de distintas tareas, de cambio de de tanques, de habilitación técnica de inicio y de trámites varios) cubrir los costos del sistema operativo y de gestión del área especifica de fiscalización y control, sin que ello signifique un perjuicio económico para los usuarios y la industria.
La DIRECCION asegurará a cada municipio el poder de policía suficiente para verificar el cumplimiento de las pautas de seguridad y ambientales derivadas de esta Ley y sus reglamentaciones y de las adecuaciones técnicas observadas en el ejercicio de la supervisión técnico-administrativa, garantizándole el debido asesoramiento y asistencia técnica, como así, la capacitación técnica permanente a sus inspectores y en la medida que reúnan las capacidades técnica-operativa y la voluntad manifiesta de asumir las tareas de contralor, de conformidad con lo que fije la reglamentación, se implementará a través de los recursos disponibles un Programa de Asistencia Técnica (P.A.T).
ARTÍCULO 102: El cobro judicial de las deudas devengadas que por cualquier concepto se aplique con motivo del régimen establecido en la presente Ley, inclusive las que resulten del arbitraje previsto, se realizará por intermedio de la Fiscalía de Estado de la Provincia.

ARTICULO 103º: Las empresas contratistas, los permisionarios, concesionarios y demás sujetos alcanzados por la presente Ley deberán prestar colaboración a las autoridades con competencia en la materia en el ejercicio de sus funciones de contralor y fiscalización.

No obstante tal obligación, la DIRECCION y la Secretaría de Energía de la Nación, o el organismo federal que asuma la competencia en la materia, tendrán acceso a las instalaciones y a la contabilidad de los mismos, pudiendo realizar también auditorias de reservas en los yacimientos y sobre los métodos de explotación de los mismos a que se refiere el Artículo 28º y demás obligaciones asumidas por los concesionarios en función de esta Ley; conforme resulta de interés para la Provincia, y en función de los intereses generales de la Nación Argentina.  
La DIRECCION, podrá solicitar a los jueces competentes todas las medidas que sean necesarias para el cumplimiento de sus funciones.

CAPITULO II - AUTORIDAD CONCEDENTE

ARTICULO 104º: Compete en forma exclusiva y excluyente, al Poder Ejecutivo como Autoridad Concedente, la decisión de las siguientes materias, a cuyo efecto deberá dictarse el correspondiente Decreto, sin perjuicio de las demás facultades que resultan de la presente Ley:

a) Determinar las zonas en las que sea de interés promover las actividades regidas por esta Ley;
b) Llamar a concurso público nacional e internacional, para la exploración, desarrollo y explotación de áreas hidrocarburíferas ubicadas en territorio provincial;
c) Otorgar permisos y concesiones en los términos de la presente Ley, prorrogar sus plazos y autorizar sus cesiones;
d) Proveer la solución de conflictos y designar árbitros;
e) Anular concursos;
f) Declarar la caducidad o nulidad de permisos y concesiones;
TITULO IX

CONCESIONES DE ALMACENAJE DE GAS

ARTICULO 105º: Declárase de interés público las formaciones geológicamente aptas para almacenar hidrocarburos gaseosos (Peak shaving natural gas), quedando sujetas a las disposiciones de la presente Ley y su reglamentación.

ARTICULO 106º: El Poder Ejecutivo podrá otorgar concesiones de almacenaje de gas natural a los contratistas o permisionarios de exploración y/o concesionarios de explotación de hidrocarburos que descubran, o cuenten con formaciones geológicamente aptas a tal fin (cavernas, salinas, yacimientos agotados con buen sello de roca almacén, mantos de carbón, y otras) sin necesidad de concurso previo, siempre y cuando el descubrimiento sea hecho en el área del respectivo permiso o concesión.

El Poder Ejecutivo, además podrá otorgar concesiones de almacenaje de gas natural a las personas físicas o jurídicas que reúnan los requisitos y observen los procedimientos especificados en la Sección 5ª del Título II de la presente Ley.

ARTICULO 107º: La actividad quedará sometida a las disposiciones de la presente Ley y su reglamentación, aplicándose en subsidio la Ley Nº 24.076 y su reglamentación, en todos aquellos aspectos que no se opongan a la presente.
ARTICULO 108º: Los concesionarios de almacenaje de gas natural estarán obligados a almacenar gas natural de terceros sin discriminación de personas y al mismo precio para todos en igualdad de circunstancias, de acuerdo a las reglas de acceso abierto que fije la Autoridad de Aplicación para este tipo de actividades. 

El Poder Ejecutivo establecerá las tarifas máximas que podrán percibir por almacenar gas natural perteneciente a terceros, que elaborará y pondrá a su aprobación la DIRECCION, de conformidad a la capacidad del mismo y a las variaciones estacionales de precio según la fecha del año en que sean utilizados. Dichas tarifas máximas deberán tender a compatibilizar, nivelar y coordinar los criterios y valores, con aquellas fijadas por el Ente Nacional Regulador del Gas, con vistas a generar, en un marco de reciprocidad, efectivas condiciones de previsibilidad y seguridad a los actores intervinientes de un sistema integrado.

ARTICULO 109º: Las concesiones de almacenaje de gas natural tendrán una vigencia de treinta y cinco (35) años, a contar desde la fecha de publicación en el Boletín Oficial del decreto que las otorguen, prorrogables por diez (10) años más, a su sólo criterio. La respectiva solicitud deberá presentarse con una antelación no menor de seis (6) meses al vencimiento de la concesión. 
Dichas concesiones confieren el derecho exclusivo de almacenar gas natural propio o de terceros durante el plazo aludido. 

ARTICULO 110º: La DIRECCION fijará las condiciones técnicas, de seguridad y de protección del medio ambiente a las que deberán ajustarse estas concesiones.

ARTICULO 111º: Las disposiciones generales contenidas en las Secciones 1ª, 2ª, 3ª y 4ª del Título II de esta Ley serán aplicables al presente Título, a fin de compatibilizar el desarrollo de este tipo de actividades con las previstas en dichas normas, y los derechos de terceros en orden a los objetivos establecidos en el Artículo 3º de la presente Ley. En igual sentido, le caben las mismas obligaciones contempladas para el término de la concesión, respecto a las condiciones de aceptación o no de las instalaciones y a la recomposición del medio.

ARTICULO 112º: Los concesionarios instituidos en virtud de lo dispuesto en el presente Título, gozarán de los derechos y obligaciones previstos en el Artículo 59º de la presente Ley.
TITULO X

COMERCIALIZACION DE COMBUSTIBLES 

ARTICULO 113º: La comercialización de combustibles líquidos y gaseosos en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, asociada con procesos que usan, almacenan, fabrican, tratan o desplazan productos químicos derivados del petróleo en sus instalaciones, incluidos los biocombustibles, con motivo de una eficiente y eficaz instrumentación de políticas de fiscalización y control, se realizará bajo el encuadre de Operadores al por Mayor y de Operadores al por Menor.

Serán Operadores al por Mayor los titulares de Refinerías, de Plantas de Almacenamiento y Despacho, de Plantas de Elaboración de Biocombustibles, de Depósitos de Distribución, de Plantas de Almacenaje y Fraccionadoras de gases licuados del petróleo (GLP), así como las Plantas Fraccionadoras que distribuyen al por mayor dichos gases a Granel, cuya actividad esta orientada a la venta de productos petrolíferos para su posterior distribución al por menor.

Serán Operadores al por Menor los titulares cuya actividad de distribución de productos petrolíferos derivados, comprendan: a) El expendio de combustibles o biocombustibles a vehículos en instalaciones habilitadas al efecto; b) El suministro de combustibles en instalaciones fijas o temporales para consumo en la propia instalación; c) El suministro de combustibles con destino a la aviación; d) El suministro de combustibles a embarcaciones; y e) Cualquier otro suministro que tenga por finalidad el consumo de estos productos.

Asimismo, serán operadores al por menor los distribuidores de gases licuados del petróleo (GLP) a granel que abastezcan recipientes fijos para consumo en la propia instalación y los titulares de las instalaciones que se destinen al almacenamiento y comercialización de los envases de gases licuados del petróleo (GLP).

Respecto a los establecimientos e instalaciones industriales, comerciales y particulares que usan, almacenan, fabrican, tratan o desplazan productos químicos derivados del petróleo para su propio uso, incluidos los biocombustibles –ya sea como insumo en procesos productivos o como combustible para diferentes usos-, se encuadrarán en las tipologías estipuladas en función de los volúmenes totales de los productos que manejen en las mismas.     
ARTICULO 114º: Los establecimientos e instalaciones industriales que operen con sustancias peligrosas derivadas del petróleo, consideradas tóxicas, inflamables y explosivas, y que estén presentes en forma de materia prima, productos, subproductos, residuos o productos intermedios, estarán obligados a presentar un informe técnico base que tendrá carácter de Declaración Jurada de productos peligrosos (incluidas las sustancias comburentes u oxidantes), que deberá estar avalado por un profesional competente en la materia, el cual será co-responsable en caso de incumplimiento de la presente Ley, declarando la cantidad de stock de los mismos cuando tengan más de determinado stock mínimo de un listado de productos previamente definidos por la Autoridad de Aplicación de la presente Ley; la que en principio adoptará los mismos criterios utilizados por la normativa de la Superintendencia de Riesgos del Trabajo (S.R.T.). 
A partir de los riesgos asociados con los procesos que usan, almacenan, fabrican, tratan o desplazan productos químicos altamente peligrosos en el lugar de trabajo, se les requerirá un estudio de Evaluación del Riesgo Tecnológico (E.R.T.) para la identificación de los distintos tipos de riesgos asociados a la ocurrencia de incendios, explosiones, deflagraciones y de pérdidas o derrames y emanaciones de sustancias tóxicas y el cálculo de escenarios de impacto urbano potencial que pudieran generar dichos eventos en su entorno. Dichas E.R.T.’s tendrán una vigencia por un plazo de cinco (5) años, salvo que se realicen modificaciones relevantes en las instalaciones existentes para lo cual se requerirá una actualización del estudio y serán de obligatorio cumplimiento para la obtención de la habilitación o renovación del respectivo permiso industrial de funcionamiento. 
La Autoridad de Aplicación de esta Ley, determinará los requerimientos mínimos de dicho estudio a partir de la confección de un Manual de guía de procedimientos y entre otras cosas, definirá cuales son los valores de riesgo máximo admisible para la instalación de industrias que entre sus componentes de funcionamiento, operen con sustancias peligrosas derivadas del petróleo.

ARTICULO 115º: La DIRECCION, con el objetivo de resguardar los derechos de los consumidores y usuarios de la Provincia de Buenos Aires, conforme lo fija el Artículo 38º de nuestra Constitución Provincial, instrumentará la creación de Registros para los Operadores citados en el Artículo 113º de esta Ley, en los cuales deberán estar inscriptas todas aquellas instalaciones que desarrollen estas actividades en el ámbito territorial, propendiendo a desarrollar el historial de cada uno de los establecimientos, a través de un legajo unívoco y permanente, y un moderno sistema de administración de la información que permita un eficiente análisis y eficaz toma de decisión, en su relación con el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios que resulten exigibles, particularmente los ligados a la seguridad de las instalaciones y protección del medio ambiente, con arreglo a las normativas nacional, provincial y municipal vigentes, y las que surjan complementariamente a partir de la reglamentación de la presente Ley; siempre y cuando no reduzcan o limiten la protección establecida en la legislación básica del Estado Nacional. 

En definitiva, se promoverá la gestión de un sistema de fiscalización y control que tienda a conciliar y a coordinar con la Secretaría de Energía de la Nación y con las autoridades locales, en forma clara y aceptable por todos, las competencias y las responsabilidades de los diferentes ámbitos de aplicación, a través del reordenamiento de las funciones, de compartir la información, de la uniformidad de criterios y de la descentralización ordenada, como una forma de adoptar mejores prácticas; a partir de una verdadera técnica de organización social e institucional, que parte del principio de quien mejor conoce las necesidades mejor puede resolverlas.

ARTICULO 116º: Cuando una estación de servicio u otra boca de expendio de combustibles inscripta en el Registro mencionado en el artículo anterior, a través de la decisión de su Titular y/o Propietario proceda a la transferencia del negocio (fusión o adquisición de empresa o activos) a otra persona física o jurídica, con o sin cambio de razón social, y/o cuando se produzca un cambio en la cadena de comercialización de la marca y colores de bandera con la que se identifica una empresa Petrolera registrada como tal, en función del principio de responsabilidad solidaria que establece el Artículo 82º de la presente Ley, el titular de la marca identificatoria responderá como tal ante la situación de baja, de conformidad con las políticas de responsabilidad social y ambiental corporativa y de las leyes aplicables; y como trámite previo a dar la baja del registro, los Titulares y/o Propietarios y los Responsables solidarios, reconocidos en la figura de una Petrolera de Bandera, previo a transferir o ceder o dar de baja su participación del negocio (cese de actividades), deberán presentar ante la DIRECCION y ante la autoridad competente municipal, nuevos ensayos de hermeticidad de los sistemas de almacenamiento subterráneo de hidrocarburos (S.A.S.H.’s) y/o Auditoria de tanques aéreos, acompañado por una Auditoria de Evaluación Ambiental de Riesgos de Responsabilidad (Fase I y Fase II), para establecer las condiciones ambientales del sitio al momento de su retiro del negocio y para definir las responsabilidades de cada parte por hechos anteriores y futuros costos. 

En caso de existir una Auditoria de E.A.R. de Apertura, según lo establecido en el Artículo 72º de esta Ley, con presencia de pozos de monitoreo en el marco del Plan de Monitoreo y Vigilancia Ambiental, alcanza con la presentación de un nuevo Informe Periódico de Situación, mediante el muestreo y análisis del estado de la napa freática a través de todos los pozos funcionales y presentación del respectivo informe técnico.

ARTICULO 117º: El Titular y/o Responsable de una boca de expendio de combustibles, inscripta en el respectivo registro, con la debida antelación deberá comunicar en forma fehaciente la baja de la actividad principal a la DIRECCION y a la autoridad competente municipal, y en un plazo de sesenta (60) días presentará un estudio hidrogeológico de detalle del sitio, realizado por empresa especializada, a fin de certificar la inexistencia de contaminación con hidrocarburos y una nueva auditoria de seguridad de las instalaciones (pruebas de hermeticidad y de instalaciones de superficie) y/o Auditoría de tanques aéreos, realizada por empresa auditora habilitada, para demostrar el estado de situación actual de las mismas; además de toda otra medida y acciones de adecuación que el estudio determine, para que el abandono de la actividad y/o del predio, no genere alteraciones nocivas al ambiente y minimice los impactos de las contingencias detectadas.  

Todo cese de la actividad principal, vinculada al expendio de combustibles, automáticamente determinará el correspondiente cese de las actividades complementarias, para las cuales oportunamente, en uso de sus atribuciones legales, las autoridades municipales les concedieron las correspondientes habilitaciones.
Como medida de prevención el Titular y/o Responsable de la actividad principal a dar de baja, deberá proceder a colocar un cerramiento perimetral a lo largo de la línea municipal, para evitar el ingreso de terceros, peatones y/o vehículos, ajenos a la propiedad, en base a rigurosos criterios de seguridad en primer término y estética urbana ambiental después.

De acuerdo a si el cierre es temporario o definitivo, se deberá seguir los lineamientos establecidos en el Artículo 118º o en el Artículo 119º de la presente, respectivamente.
ARTICULO 118º: Los tanques, cañerías conexas y/u otras instalaciones de combustibles e hidrocarburos que permanezcan fuera de servicio por un tiempo superior a los noventa (90) días, o permanecieran en desuso (vacíos y/o no conectados por cañería a surtidor) al momento de la entrada en vigor de la presente Ley en igual o mayor tiempo, tendrán que ser inertizados mediante el llenado de los mismos con agua hasta el tope para evitar la concentración de gases, previa eliminación de todo producto remanente, y certificación por empresa auditora habilitada de tal condición y de la hermeticidad del sistema de almacenamiento subterráneo de hidrocarburos. 

Si transcurridos más de ciento ochenta (180) días, se pretendiera rehabilitar el almacenamiento, previo al vaciado y disposición del agua hidrocarburada y al llenado con combustible, deberán efectuárseles nuevas pruebas de hermeticidad y demás ensayos correspondientes debidamente certificados por empresa auditora habilitada por la Secretaría de Energía de la Nación y por la DIRECCION. 

En caso que el sistema de almacenamiento se mantuviera en la misma situación (inertizado), al vencimiento del período de vigencia de las pruebas de hermeticidad realizadas en su momento, no se rehabilitara y se decidiera la desafectación definitiva, la autoridad municipal con el asesoramiento y la asistencia técnica de la DIRECCION determinará la erradicación de las instalaciones de almacenamiento y de sus cañerías asociadas (debidamente certificada por empresa auditora habilitada), y mediante la presencia de un inspector al momento de la excavación y de la extracción se evaluarán las evidencias o signos de una potencial contaminación del medio subterráneo; y en caso de existir, se deberá solicitar la realización de un estudio hidrogeológico de detalle que permita determinar el estado de situación ambiental del sitio. De verificarse la existencia de contaminación deberán encararse las acciones que el estudio determine. 

Una vez finalizados los procedimientos que determinen la ausencia de las actividades riesgosas para el ambiente, el Titular y/o Responsable de haber asumido el riesgo de su actividad podrá contar con la baja definitiva expedida por la DIRECCION y la Autoridad Municipal correspondiente.
ARTICULO 119º: Cuando por cualquier motivo se proceda al cierre definitivo de una instalación que haya sido destinada al almacenaje de combustibles, solventes u otros hidrocarburos similares, o se encuentra en tal situación al momento de la entrada en vigor de la presente Ley, y se intentare dar un uso alternativo distinto al predio en cuestión o presentare un estado de abandono y/o con sus instalaciones de superficie desactivadas, la Autoridad Municipal con el asesoramiento y la asistencia técnica de la DIRECCION exigirá al propietario del inmueble (y éste de no ser el mismo, al propietario de las instalaciones de almacenaje y expendio) en cumplimiento del Plan de Cierre, y apoyado en la presentación de una Auditoria de Evaluación Ambiental de Riesgos de Cierre, la erradicación de los sistemas de almacenamiento subterráneo de hidrocarburos existentes en el predio (tanques, cañerías y accesorios), certificada por empresa auditora habilitada por la S.E.N. y la DIRECCION, acompañando los pertinentes manifiestos de transportes y de destino final de las instalaciones y de los residuos especiales generados y cogenerados, como ser suelos contaminados con hidrocarburos (previa evaluación y cuantificación del especialista contratado).

Al mismo tiempo, se requerirá la contratación y ejecución de un estudio hidrogeológico de detalle acompañado del modelo conceptual del sitio (Informe de Situación de Cierre del Sitio), a realizar por empresa especializada, a fin de certificar la inexistencia de contaminación con hidrocarburos en el predio. En caso de verificarse la existencia de contaminación deberán encararse las acciones que el estudio determine.

La autoridad competente municipal con el asesoramiento y la asistencia técnica de la DIRECCION, evaluará el proyecto edilicio acercado, por ser una actividad distinta a la anterior o que suponga un cambio de uso del suelo, en el marco de la aplicación de Controles Institucionales (C.I.), como un componente necesario en la planificación del proyecto, para proteger la integridad de las medidas y minimizar la exposición.

En definitiva, los Controles Institucionales como medida legal o institucional, no hace otra cosa que poner límites a las actividades del propietario de una propiedad o al acceso a un terreno determinado. La zonificación, restricciones de diseño constructivo, los monitoreos ambientales de largo plazo y los títulos de propiedad con notificaciones de restricciones son ejemplos de controles institucionales.

El Poder Ejecutivo Municipal, mediante el dictado de un acto administrativo, promoverá por si, o por intermedio de la DIRECCION y el O.P.D.S. conforme se establece en el Artículo 83º de esta Ley, ante la Dirección Provincial del Registro de la Propiedad, la publicidad registral del inmueble afectado, declarando la existencia de una contaminación remanente en el medio subterráneo, como una anotación temporal y declarativa, con efectos de mera oponibilidad por terceros.

 ARTICULO 120º: La DIRECCION siguiendo con los objetivos de rango constitucional trazados en el Artículo 115º de la presente Ley, deberá instrumentar los mecanismos para munirse de manera regular, sistemática y completa de todos los datos que hagan a una información adecuada y veraz, para responder al derecho que tienen los ciudadanos a ser informados, sin que para acceder a ello sea necesario invocar las razones que motivan el pedido ni hacer valer un interés especial.

ARTICULO 121º: Queda terminantemente prohibido en las bocas de expendio de combustibles líquidos, de GNC o duales existentes y las que se instalen en el futuro en todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires, el funcionamiento de surtidores por el sistema de autoservicio (self service) o cualquier otra modalidad comercial que condicione al consumidor a tener que despacharse combustible al momento de practicar su compra.

Todas las bocas de expendio existentes y las que se habiliten en el futuro, deberán estar atendidas por personal propio en cantidad suficiente, especialmente capacitado en el rol de incendios y en la aplicación de las normas de seguridad para el expendio de combustible. De igual modo, deberá adquirir y mantener actualizada, todas las capacidades necesarias para ejecutar en situación de emergencia.
Todo establecimiento comprendido en los términos de la presente Ley, deberá poseer un Manual de “Guía de operaciones generales para ejecutar en situación de riesgo”, para conocimiento y aplicación del personal, donde se deberá describir conceptualmente el Sistema de Prevención de Riesgos y Plan de Contingencia Específico para el establecimiento, al establecer procedimiento formal y escrito que indique los métodos y las acciones básicas de respuesta que se deberán tomar para afrontar con éxito (de manera oportuna, adecuada, efectiva y con los recursos necesarios) la eventualidad de incidentes, accidentes y/o estados de emergencia que pudieran ocurrir durante la operación, de tal manera que cause el menor impacto a la salud de las personas y al ambiente en general.

En caso de implementarse el sistema de autoservicio o cualquier otra modalidad comercial que condicione al consumidor a tener que despacharse combustible al momento de practicar su compra, la DIRECCION queda facultada para autorizar las excepciones correspondientes a la presente norma, con los alcances que en la reglamentación se establezcan.

ARTICULO 122º: Aquellos establecimientos de utilidad nacional con instalaciones destinadas al abastecimiento de combustibles, entre otros, a aeronaves (aeroplantas) y a embarcaciones (abastecimientos navales), se regirán por las normas específicas dictadas por las autoridades competentes que por la materia que regulan (aeronavegación y navegación fluvial, lacustre y marítima) ejercen sus potestades jurisdiccionales; quedando sujetas a la presente Ley y sus reglamentaciones, en cuanto al control y prevención de los aspectos de seguridad y ambientales relacionados con las instalaciones y las actividades que hacen al funcionamiento de los productos/residuos especiales con que operan. En función del dominio originario que ejerce el Estado Provincial sobre los recursos naturales existentes en su territorio, se hará hincapié en el seguimiento de las respuestas de acción correctivas, ante la detección de daños producidos por pérdidas y/o derrames de los productos/residuos especiales almacenados en el lugar; que al volcarse en un cuerpo receptor, pueden terminar degradando al ambiente y sus componentes. 
Las imposiciones que se adopten, en ejercicio de estrictos principios de federalismo de rango constitucional, no constituirán un obstáculo, real y efectivo, que condicione, menoscabe o impida la consecución de los fines propios del establecimiento, para los cuales les fue otorgada la potestad jurisdiccional.

ARTICULO 123º: En función de lo señalado en el Artículo 6º, in fine, de la presente Ley, cuando en ejercicio de su tarea de fiscalización y control la DIRECCION comprobare la existencia de conductas y situaciones que comporten en primera instancia, posiciones anticompetitivas y/o prácticas de deslealtad comercial, que devengan en perjuicios para el consumidor, promoverá todas las acciones necesarias para asegurar la transparencia de los mercados, poniendo los hechos en conocimiento de la Autoridad Competente en el ámbito Provincial y Nacional, en función de la aplicación de las Leyes de Defensa de la Competencia y de Defensa del Consumidor y de otras normas vigentes, para que ésta pueda garantizar que las actividades alcanzadas por la presente Ley, se realicen en un marco de libre competencia, sin discriminación de ningún tipo y sin distorsión de los mercados.

ARTICULO 124º: Todo Operador al por Menor que desarrolle su actividad en el territorio de la Provincia de Buenos Aires, relacionado con el expendio de combustible a terceros en instalaciones habilitadas al efecto, que no tenga un contrato de exclusividad para expender productos de una marca comercial con colores de bandera que lo identifique, conocidas comúnmente como "blancas", a partir de la promulgación de la presente Ley, deberá identificar en forma destacada y de fácil visualización, en cada surtidor de expendio de combustible, el origen del combustible que el distribuidor mayorista (marca comercial con colores de bandera) le provea.

ARTICULO 125º: El Poder Ejecutivo podrá establecer y convenir con las empresas productoras y refinadoras instaladas en la Provincia de Buenos Aires, un abastecimiento limitado y temporal de combustibles, en caso de emergencia provincial declarada por ley, en virtud de la cual el Estado Provincial y los municipios afectados deban adquirir los mismos, por representar un insumo prioritario a la hora de realizar las obras y/o acciones indispensables de ejecutar en forma inmediata.

 La DIRECCION será la encargada de participar en la elaboración y promoción de dicho convenio donde se fijará un régimen diferencial de precios, de acuerdo a mecanismos de valorización y de pago que se establecerán en cada contrato y su finalidad será el abastecimiento en período de crisis o por catástrofes naturales que perturben el normal aprovisionamiento de los mismos. En tal sentido, la DIRECCION ejercerá la coordinación para armonizar criterios de procedimientos y la adopción de mejores prácticas de gestión logística, de modo tal, que permitan identificar y reglamentar las cantidades y condiciones de abastecimiento de los distintos sectores involucrados, supervisando su cumplimiento. 

TITULO XI

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS Y TRANSITORIAS

ARTICULO 126º: La DIRECCION queda autorizada a efectuar contrataciones temporarias, por un plazo máximo de treinta y seis (36) meses, en los términos de la legislación aplicable, para dotarse de personal de alta calificación técnica y profesional, imprescindible para la implementación de las actividades y dictado de reglamentaciones que devienen de la aplicación de la presente Ley.

ARTICULO 127º: Los valores expresados en esta Ley para fijar los importes asignados a los pagos de canon de exploración y explotación y a las multas, tomarán como punto de referencia al sólo efecto de calcular los mismos, al Dólar de los Estados Unidos de América –constituida en moneda internacional y unidad de cuenta en los mercados de los commodities-, los que serán convertidos a su equivalencia en moneda nacional de curso legal, conforme la cotización del tipo de cambio vendedor publicado por el Banco de la Provincia de Buenos Aires al cierre del día hábil bancario anterior al de la fecha de hacer efectivo el pago. De igual modo se procederá, con los valores que se les asignen a la adquisición de información técnica de respaldo, venta de pliegos de bases y condiciones, a las regalías, bonificaciones, aranceles y tasas.   

Dichos valores podrán ser actualizados con carácter general por el Poder Ejecutivo, sobre la base de los criterios de valoración que crea más convenientes, pudiendo tomar los precios reales de venta en los mercados internacionales para crudos nacionales equivalentes ajustable por calidad y costo de transporte o el precio de referencia del crudo marcador para el mercado petrolero regional, en la actualidad el “West Texas Intermediate” (WTI) o el que en el futuro lo reemplace, que se publican en reportes internacionales de Agencias de Información de reconocida trayectoria y transparencia (como ser: “Platts Oilgram Price Report o Platts Global Alert”, “Reuters Monitor”, “Argus Media”, entre otros). 

Igualmente podrán estipularse en los contratos, permisos y concesiones, sistemas de ajuste de las inversiones que se comprometan en moneda nacional o extranjera, a fin de mantener su real valor.

A los efectos de la aplicación de los plazos previstos por la presente legislación, cuando no se especifique otra cosa, los mismos deben considerarse días corridos.
ARTICULO 128º: Las disposiciones de esta Ley y sus reglamentaciones no afectan derechos adquiridos por los titulares de los permisos y concesiones suscritos con la Nación con anterioridad a la promulgación de esta normativa. 
Asimismo, resultará de aplicación para todos los contratos, permisos y concesiones que se otorguen en el futuro. 

ARTICULO 129º: La DIRECCION promoverá la interrelación de los cuadros técnicos, con sus similares de la Secretaria de Energía de la Nación y de los demás organismos y empresas provinciales del sector energético, con la finalidad de acercar posiciones que lleven a unificar criterios de metodologías y procedimientos que tengan por objetivo modernizar y dinamizar los instrumentos del Estado y que generen certidumbre y seguridad jurídica a los inversores privados.

ARTICULO 130º: Facúltase al Poder Ejecutivo a promover los acuerdos inter-jurisdiccionales y a integrar espacios de cooperación entre las partes que concurran en una misma cuenca sedimentaria, con el objetivo de apoyar y promover la complementación, procurando armonizar las respectivas estrategias provinciales en materia de exploración y explotación, así como el aprovechamiento más eficaz de los recursos naturales y de la información técnica disponibles. Se propiciará la construcción, a partir de una metodología basada en el consenso y en la discusión abierta, es decir, desde la participación, la articulación de intereses y la interacción institucional de los sectores específicos de las administraciones estatales, como forma responsable de eliminar o reducir las diferencias y de maximizar los beneficios.

Siguiendo similares criterios y en la búsqueda del cumplimiento de los objetivos fijados en el Artículo 11º de esta Ley, se podrán celebrar acuerdos interinstitucionales con otros Estados extranjeros y sus organismos descentralizados de la Administración Pública y/o empresas públicas que se desenvuelvan en el ámbito del tratamiento de la presente, en el marco de la cooperación internacional, posibilitando así el intercambio de acciones específicas que favorezcan el desarrollo de las potencialidades energéticas para beneficio de ambas regiones y de las propias instituciones estatales con competencia en la regulación y el control de la actividad hidrocarburíferas. 
ARTICULO 131º: Créase en el ámbito de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos Aires una Comisión Bicameral de seguimiento de la presente Ley. La Comisión Bicameral tendrá carácter permanente y estará integrada por doce (12) miembros, seis (6) diputados y seis (6) senadores, los que serán designados por resolución de cada cuerpo y respetando la pluralidad de la representación política de las Cámaras. 
ARTICULO 132º: En caso de modificarse la presente Ley, se publicará el texto íntegro de la misma, resaltándose la parte modificada, igual procedimiento se seguirá para sus reglamentos, de modo que siempre se encuentren actualizados sus Textos Únicos.

ARTICULO 133º: Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior jerarquía se opongan a la presente Ley.

ARTICULO 134º: La presente Ley entrará en vigencia a partir de su publicación en el Boletín Oficial.
ARTICULO  135º Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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